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Orden del día: 

- Informe del Defensor del Pueblo (excelenlisirno señor don Joaquín Ruiz-Jiménez y Cortés). 

Se ubre lu sesiórt u 1u.s erice de lu iiiuiiuiru. 

El señor PRESIDENTE (Fucjo Lago): Señoras y scno- 
res Diputados, vamos a comenzar la scsibn. 

Quiero saludar. en primer lugar, a l  scnor Ruii.-Gimi.- 
ncz, Dcfcnwr del Pueblo. que nos va a presentar el inlor- 
me que rcglamcntariamcntc esta estipulado que se lor- 
mulc una vez al ano o, en caso de que haya algun acontc- 
cimiento extraordinario, se presente un informe cxtraor- 
dinario. En este caso es un informe ordinario de rcndi- 
ción de su labor, de su trabajo durante el ano. 

Ticnc la palabra el scAor Ruiz-Gimdncz. 

El scnor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gimdncz y 
Cortés): Excelcntisimos e ilustrisimos señores, scnor Prc- 
sidcntc, senores Vicrprcsidcnics. seaoras y señores Dipu- 
tados. gracias ante todo por la constante solidaridad que 
estas Cortes Generales v, en concreto. la Comisión aad 
hoc., la Comisión para sus relaciones con cl Dcfcnsor del 

Pueblo. ha tenido a lo largo del atici 1983, complejo y 
difícil. Reitero asi el agradecimiento que les cspicsc' el 
día 21 de abril de 1983. en que anticipd verbalmente un 
inlbrnic muy reducido de aquellos tres primeros meses 
de rodaje de nuestra instituci8n. cuando aun no tcnianios 
más que un despacho en este Palacio del Congrcso dc los 
Diputados; cuando el Reglamento acababa de ser apro- 
bado por las Cortes y, linalmcntc, cuando en ese niisiiio 
día se designaron los dos adjuntos. Yo iipradci.co iiiucho 
la generosidad. la comprcnsibn y el apoyo que entonces 
me prcstaron al dar su voto unánime para las dos perso- 
nas a las que propuse para asumir conmigo la rcsponsa- 
bilidad de una insiiiucibn que no puede cstar pcrsonali- 
zada en un individuo, sino que tiene un carricter colcgiii- 
do. Estas dos personas I'ucron. el prolLwr Alviiro Gil- 
Robles y doha Margarita Retuerto. 

Aprovecho tambicn para decir que Iuc un acierto aquel 
voto de los Grupos Parlamcntarios, porquc en ambos he 
obtenido no solamente una comprcnsibn grandisinia, si- 
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no tambidn una avuda sin la  cual no  hubidramos podido 
seguir adelante. 

N o  voy a repetir ahora lo que entonces dije. porque 
figura va en el a h l c t i n  Ol ic ia l r  de cstc Congreso, y dc- 
scaria que mi intervención de esta mañana fucsc lo mas 
concisa posible. no transgrcdicsc a l  limite que hemos 
convenido de treinta minutos, para de,jar asi mucho más 
margen a lo que es importante, es decir, a las preguntas 
a las criticas, a los reparos que dcsccn formularme loz 
portavoces de los distintos Grupos Parlamentarios y Ioz 
sctiorcs Diputados aqui  presentes. Solamente quiero, ra-  
pidísimamcntc, recordar que aproximadamente lus seis 
primeros mcscs de 1983 se emplearon, sobre todo, en 
organizar una insi i tucibn quc habia surgido sin prccc- 
dcntcs innicdiatos en el ordenamiento jurídico cspuiiol 
mcrccd a nuestra Constitución de 1978, que se desarrolló 
en su art iculo 5 4  por la Ley Orgánica 3í1981. de 6 de 
abri l ,  pero que no cmpczb su funcionamiento hasta el día 
2 de enero de 1983, con un equipo entonces rcducidisimo 
de colaboradores e incluso, ya lo he dicho. sin los dos 
adjuntos. que eran piezas lundamcntalcs para el buen 
luncionamicnto. Hasta finales de abr i l  o principios de 
mayo de 1983 asi luc. 

He de decir que los colaboradores-asesores lucroi i  
nombrándose a par t i r  de entonces, dando una pr ior idad 
muy relevante. en cumplimiento no sblo de lo que prcs- 
cribe nuestra Ley Orgánica. sino tambidn a l  cspir i tu mis- 
mo de la institución, a personas que procedían de los 
distintos cuerpos de funcionarios de las diferentes Admi- 
nistracioncs, Administración estatal o Administraciones 
locales. Fue a linalcs de diciembre cuando se conlccciona 
el in lormc que ahora me honro en presentar ante sus 
sctlorias. y aunquc se cuenta con 71 personas, solamente 
26 so? las que estudian y evalúan las quejas, apoyados en 
su  competencia profesional, ratificada o certificada por 
sus diplomas, por sus t i tulos facultativos y el resto, bcnc- 
mdrito resto, he de decirlo, se dedican a actividades ad- 
ministrativas, taquimccanbgrafas. ordenanzas, ctcdtcra. 

Pongo de rclicvc ante esta Comisión. porque es de jus- 
ticia. la competencia, la dcdicaciirn y la vocación de ser- 
vicio que todo cstc equipo ha demostrado a lo i a i p  del 
pr imer aao de luncionamicnto. 

N o  nos instalamos. como es sabido. hasta el nies de 
diciembre en la nueva scdc de la institucibii. qiic I'uc 
honrada el dia de su inauguracibn por la pivscncia de 

tacioiics de las Cortes Generales, del Gobierno y de las 
principales instituciones del Estado. 

Entre ese inlormc o prcinlormc de abr i l  de 1983 y i.sic 
ha transcurrido todo ese gran cslucrm .de organixiicióii. 
Pero. simultáncamcntc, se iban acuniulando las quc,jas, 
porque no  se cstablccii, en la Ley Orgánica por la  que nos 
regimos una evacatiom scmc.jantc a la que se csiablccib 
para el Tribunal  Constitucional cuando inicib sus luncio- 
ncs. Es decir. que dcsdc el dia 2 de enero. incluso anics. 
porque por correo ya estaban llegando qlicjiis, se lucroi i  
acumulando las mismas y hubo que simultancar la orgii- 
n i z a h n  dc las instalaciones y la Formuiacióii dc critc- 
iios, ctctitcra, coh el estudio de las quejas y el despacho 

SUS MüJcstüdcs IOS Rcycs dc Espailü y dc alias i'cpicscii- 

de las mismas. La aceleración de las quejas luc muy  
grande. s i  luego los sctiorcs Diputados y SS. SS. quieren 
preguntarme las razones, las dar6 con muchísimo gusto. 
Creo que en parte se dcbc a la novedad de la institución y 
tambidn a que habia acumulados ahi  durante anos una 
scric de problemas que no  eran ni siquiera solubles con 
la aplicación de la Ilaniada cláusula de inadmisibi l idad 
por cstcniporáncas, porque eran qucJas pendientes. He 
dicho algunas veces que del mismo modo que hay delitos 
continuados, hay tanibicn quc,jas continuadas de pcrso- 
nas cuyos derechos, derechos constitucionales, no habían 
sido suficicntcmcntc atciididos durante decenios. 

Lo que no abarca cstc inlornic que se presenta a 
S S .  SS. hoy. que todos ticncii en su poder con sus anexos, 
cs la ioiiilidad de las quc,jas recibidas durante 1983, por- 
que es u n  nio\,imiento I'luido. Esto quicrc decir que las 
quc,jas se reciben y se ponen en marcha, unas. como se 
indica. se declaran inadmisibles por razones lundadas 
que están en la Ley, y otras continuon su  marcha hacia 
los distintos organismos de la Admiiiisiriicibn. Una gran 
parte de las que llegaron durante el segundo semestre de 
1983, como consta en nuestro informe. estaban sin trami- 
tar ante la Administración, y de las que se iban tramitan- 
do no se habian i w i b i d o  todavia la respuesta. 

Quiere decir esto que es un iiiloimc ncccsariamcntc 
incompleto, pucsto que no I'igura en i l  la  solución dada a 
las 30.000 quejas en i i u n i c i u  rcdoiidos que se lucron 
recibiendo en nuestro rcgistiu a lo largo de los doce mc- 
scs de 1983. 

Sin pci ju ic io de que pueda anticipar algunos resulta- 
dos cstiniulantcs a lo largo de estos primeros cuatro nic- 
scs de 198.1. habrá. scguiaiiicntc. s i  S S .  S S .  lo estiman 
pcri i i icnic. que pivsciitar u n  in lo imc coniplcnicniario 
dcspui.~ del verano en que Iiagaiiios \ a  el balaiicc global 
clc Iris 30.000 quc,jas habidas cii 1983. 

He de aiiadii., \' coi1 esto concluyo este sencillo prci ini- 
bulo. que a lo lai'go de 1984, y hasta el dia de ayer, se 
habian \ a  supc ix lo  las 10.000 quejas. Es tlccir. que cstkn 
Ilcgaiido api.osiiiiadüinciitc unas 2 .O00 quejas niciisualcs. 

Piupoiigo. para iiicjor diálogo postcrioi.. cctiir mis rc- 
Ilcsioiics ii trcs puntos: priiiiciu. ii una iniagcii global del 
iiilóriilc. que auiiquc !'o si. que ss. ss. lo conoccn, pero 
iiil \'CL Iiiciliic lii icllcsi<jii s0bi.c cl i i i isnio diii. aqui unii 
rápida siiitcsis tlc la estructura y de los principales critc- 
rios que Iiiiii iiispiritdo la claboriición de cstc inlornic. 
Segundo. i.caliznriu unii cvnluacibii i iutocri i ica de iiucs- 

iu lo  dc siigcrciicias. rccoiiicndiicioiics y iuuda io i io  tnn- 
io a Ins Corics Gciicralcs como a los Grgaiios de la Adnii- 
i i ist ix iói i .  Este últiiiio puiito piirii iiosoiros es el lu,nda- 
iiiciiial. porque es el que constituye el pui i to de arranque 

blicos que. por consiguiente. pcrni i i i r í i  l a  disminución 
del iiuiiicro de quejas. No se trata sblo de rcsolvcr l a s  

gciiciando ese i iunicro tan clcviido Iiacia el luturo, so- 
biv todo que se sigan gciicriiiido las que c s t i i i  fundadas, 
porque. como tciigo que decir enseguida, hay una piirtc 

ti'ii piopiii iictUiici<jii, y ,  l'iiiiilii1ciitc, \ s0bi.c t o d ~ l  ciipi- 

de una n1c.jora I1aciu el luturo de Ilucstros sci.\icios pu- 

30.000 hiibidiis, siiio dc cvitiii' e11 10 posible que sc sigii 
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considerable de esas quejas que no entran dentro de la 
órbita de nuestra competencia. 

En la introdución de nuestro inlormc se scnalan los 
principales criterios de actuación seguidos por la institu- 
ción del Dcfcnsor. Uno de ellos es la inadmisión de 
quc,jas no intcgrablcs en la órbita de las facultades que 
esta Institución ticnc. Podemos decir que son fundanien- 
talmente cinco los capítulos de inadmisibilidad de las 
q uc,ias. 

En prinicr ti.rmino, las que se rel'ici.cn a cucstioiics 
jurídico-privadas entre particulares, y nos han llegado en 
este concepto muchas quejas; es decir, problemas domes- 
ticos, problemas de herencia, problemas de inquilinos 
con caseros, ctcetcra. Es cvidcntc que tcncnios que decir 
que no nos corresponde, eso pcrtenccc a la órbita de ac- 
tuación de los Abogados y Procuradores en libre ejercicio 
a los dc turno de olicio, en suma, a los Jueccs y Tribunri- 
les de la Administración de Justicia. S i n  embargo, hay 
que contestar, y hemos contestado, porque así nos lo ini- 
pone no solamente el articulo 15 de la Ley. sino razones 
obvias de equidad y de hunianidad. Henios contestado 
dando la explicación de por que no entra en nuestra coni- 
pctcncia y de cuáles son los caminos que pucdc seguir la 
persona reclamante. 

Tambien a veces, antes de dar una respuesta ncgati\a, 
hemos pedido ampliación de datos. porque niuchas de 
las cartas son incluso de dificil lectura, y en algunas adc- 
más se nota una íalta de inlormación muy prands por 
parte de nuestros conciudadanos sobre que es la institu- 
ción del Defensor del Pueblo, ya que no ha recibido suli- 
cicntc informacion de los órganos de la Administración 
públ ica. 

En segundo ti.rmino. otra causa de inadmisibilidad es 
no haber presentado el reclamante una petición previa a 
la Administración. Nosotros entramos cn I'uncioncs cuan- 
do la Administración lalla. por infracción positiva, por 
inhibición o por pasividad, pero lógicamente n o  pode- 
mos ser un atajo, y lo he dicho más de una vez, cuando el 
reclamante ticnc un camino, debe utilizarlo prc\.iamcn- 
te. Entonces, si no ha reclamado previamente al órgano 
de la Administración de que se trate. insisto en que Ic 
orientamos para que lo haga. y únicamente despues cn- 
trariamos en funciones. pero de momento la inadmisión 
se produce. 

En tcrccr lugar. por haber rccaido ya sentencias ol'icia- 
les que han  adquirido I'irmcza. y sobre las cuales noso- 
tros no podemos volver, salvo en el caso excepcional de 
que fuera pcríincnte el recurso de amparo constitucional. 
y sobre ello volvcrC en seguida, pero muchas veces acu- 
den cuando ya incluso los veinte días siguientes a la noti-  
ficación de la sentencia han transcurrido y,  por consi- 
guiente, la inadmisión es evidente. 

En cuarto lugar, por existir un procedimiento ,judicial 
va en trámite, en cuyo caso por imperativo de nusstra 
Lcv Orgánica tenemos que suspender nuestra actuación. 
No es una inadmisión tan radical como la otra, pero 
evidentemente no podemos realizar más actuación que, 
si se nos denuncian lentitudes u otras anomalías en el 
procedimiento, dar traslado de ellas al Fiscal General del 

Estado para que, bien el directamente, o bien a traves 
del Conse,jo General del Poder Judicial, intervenga y lo- 
gre que esas anomalías desaparezcan. 

Finalmente, hemos tenido incluso quc,jas contra scn- 
tcncias del Tribunal Constitucional. Es cvidcntc que eso 
es otro caso todavia más patente. niás obvio de inadmi- 
sibn. Lo único que ahi cabe a la persona rcclamaiitc, si 
estima que SU derecho I'undamental ha sido violado y que 
ha habido indcleiisión. es acudir a la Comisión Eui-opca 
de Derechos Hunianos. pero eso ya sale de nuestra oi-bi- 
ta. He a h i  los ciitcrios dc inadiiiisión. 

Luego csiiiii los L'ritcrios de admisión. Hay admisión de 

ejemplo, si hcnios pedido ampliación de datos, documcn- 
tos o aclaraciones de los que hayan sido dados en el cs- 
criio inicial por la persona rcclaniiintc, y admisión dcli- 
niiiva en cuanto a nuestra institución cuando estimamos 
que se rcuiicn los requisitos I'ornialcs diiiianantcs del ar- 
ticulo 54 de la Constitución y de los pcrtinciitcs articulos 
de la Ley Orgánica por la que nos ivginios. Entonces, si 
ya consideramos que esos requisitos concurivn, es cuan- 
do lormalizanios la quc,ja ante la Administración publi- 
ca. Es cl tcrccr monicnto. lornializar la quc,ia ante la 
Adni i nis t ración pub 1 ica , mcd ia n te una coniun icacióii en 
que rcsuiiiinios los supuestos láciicos de la quc,ja, las 
alegaciones del rcclainantc, y requerimos a1 órgano ad- 
ministratitu para que nos cn\.ic el prcccpti\,o inlbriiic 
que establccc cl articulo 18 de nuestra Ley. 

El cuarto niomcnto es comunicar al rcclaniantc. s o b i ~  
la base del inlornic ivcibido de la Adniiiiistracióii. lo que 
la Adniinisiración nos ha dicho. Si la respuesta de la 
Administración hit sido satisl'actoi-¡a. a s i  se lo dcciiiios ;iI 

reclamante y damos por concluida iiucslra iiitcrvciición. 
Si la respuesta de la Administración es dcsliivorahlc a la 
pretensión del rcclaniantc. pero nos suscita dudas sobiv 
la congruencia de la respuesta adniinistrati\xi con lo iilc- 

gado por el reclamante. pucdc abrirse una lisc de reque- 
rir más datos al rcclaniantc, o de. en dcl'initiva, Ilcpiir i i  

la ultima I'asc, que es la de plantearle sugerencias o reco- 
mendaciones a lo Administración. 

Conio es un lucha contra reloj, \.oy a tratar brc\wicntc 
el segundo aspecto que qucria cxpoiicrlcs, que es la dis- 
tribución de quc.jas en grandes áreas y la tipologia de las 
mismas. S in  cnibargo, como está en el testo escrito 
ustedes lo ticncii, no  es necesario que yo iiic dciciiga 
sobre ello. A nicdida que vea algunos tipos importantes 
de problemas, veremos cuáles son las áivas por niutcrias 
que despiertan más quc,jas. 

Hay tarnbien una segunda clasil'icación que ticncn us- 
tcdcs, por regiones gcográl'icas. que sólo dice que hay 
más quc,ias en Madrid. seguido de Andalucia. y luego 
Cataluña, ctcctcra. pero para saber realmente la iiiipor- 
tancia de esto hay que tcncr en cuenta la población de 
las respectivas ciudades. Por tanto. eso no es lo niús ini- 
portaiitc, ni tampoco los datos, aunque cstiiii iihi porque 
hicimos csc sondeo sociológico, poi. edades. estado ci\,il y 
situación social. Lo que más nos inicrcsii decir es que el 
mayor numero de las quejas proccdcii de pcrsoiins de 
edad avanzada. El ti.rniino medio es de ciiicucnta y O C ~ O  

caráctcr pro \ isional en cspcra de que se nos C i i \ . i C ,  por 
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anos como una de las características generales, y esto 
indica quc clccti\amcntc son esas personas las que. por 
los menos en la primera fase de nuestro íuncionamicnto, 
más ha acudido a nosotros. Tambibn es cierto que ya 
vamos notanto que esto cambia, porque ya van llegando 
quc,jas cada vez más a nuestra Institución de personas de 
cdadcs inícriorcs, es decir gcntcs más jóvenes, cuyos pro- 
blemas se van agudizando por la crisis sociocconómica 
de nuestro pais. 

Tambi6n quería indicarles cuál ha sido la cxpcricncia 
obtenida en el ejercicio de nuestras funciones, las que 
nos ha encomendado la Constitución y la Ley Orgrinica. 
Nuestra función principal primaria ( n o  diria que princi- 
pal o másplta, dcsdc el punto de vista cstimativo, pero si 
la primaria y la básica) es la íunción invcstigadorii ante 
la Administración. Durante el ano 1983 esa función iii- 
vcstigadora la realizamos exclusivamente a travc;s de co- 
municaciones escritas, salvo excepciones muy rcducidiis, 
dos o tres visitas que rcalic6 pcrsonalmcntc a centros 
penitenciarios, porque había sido requerido p ~ - u  ello. pc- 
ro estimamos que durante el primer año no tciiiiinios por 
quc utilizar el m6todo de visitas por presencia. 

El articulo 19.2 de nuestra Lcy nos permite visiti ir el 
órgano administrativo, pedir el expediente, coiiiprobrii.. 
((de visuu c u i n  situu. cuál es la situación de la tr;iniiiu- 
ción de un cxpcdicntc y los defectos que hayan podido 
comctcrsc. Consideramos que no era ncccsai'io haceih 
durante el primer ano y ,  además, no tciiiamos el pcrso- 
nal suficiente para ello, pero, eso si, anunciainos a todos 
los responsables de los distintos órganos de la Adniiiiis- 
(ración que a partir del 1 de cncro de 1984 cmpcmi.i;i- 
mos a hacer esas visitas. Ya  hemos empezado a clcctuur- 
las. con resultado satisfactorio, porque n o  son v is i tas ,  
permítanme la expresión. inquisitorialcs, sino que son de 
información para nosotros y de cooperación. paia i 'cr 
qu6 es lo que ocurre, cualcs son los obstáculos objetivos 
para que un servicio público genere dctcimiiniidns 
quejas. 

Esto me lleva a decir que la segunda de nuestras luti- 
cioncs, la funcion usancionadoram (por Ilaiiiarla de algu- 
na forma, ya quc n o  es una función de sanción direcia, n o  
somos hrgano judicial ni tenemos fuerza cjccutiiu, pero 
si tenemos una íunción de instar la apertura de vspcdicn- 
tcs disciplinarios o de expedientes de caríictcr penal), no 
la hemos ejercido a lo largo de 1983, ni nos hcnios encon- 
trado, en honor a la verdad -por cspiritu de ,justicia hay 
que dccirl-, con ninguna resistencia por parte de los 
funcionarios de los distintos cjrganos de la Adniiiiistra- 
ción. Ha habido. insistir6 luego sobre ello. algunas pasi- 
vidades, algunas lcntitudcs en contestar a nuestros re- 
querimientos, pero no ha habido resistencia, ni iiiuclio 
menos dcsobedicncia, ante la petición de un docuniciiio 
o dc un dato que necesitáramos de la Administriicion, ni 
mucho menos nos hemos encontrado en la necesidad de 
c,jcrcitar la facultad que nos atribuye la Ley de iiitci.po- 
ncr una acción de responsabilidad contra autoridades, 
funcionarios, etcétera. 

Otra furic'idn importante. que está poco e n  Ia i.c! pero 
que sí se refleja en cl informe escrito, es la fuiicióii iiic- 

diadora. como alguna de las liguras cquivalcntcs en otros 
paiscs, y sobre todo en Francia, donde lleva el nombre de 
~ i n c d i a t c u r ~ ~ ,  que es la I'igura equivalente al .ombuds- 
manu escandinavo o al Defensor cspahol. Esta función la 
hemos ejercitado y con buen resultado, es decir, hemos 
actuado como un punto de diálogo, de intcrcomunica- 
ción más flcxiblc cntrc el administrado y el órgano admi- 
nistrativo. Y iihi tenemos el caso iinportantc, que se ha 
publicado ya tantas vcccs -y prccisaiiicntc porque Iia 
niucrto la persona interesada hago i.clcrcncia a 61-, de 
la cniprcsa de don Manuel Bcnavcntc, Bcnasa, de Zara- 
goza, al quc se Ic dcbian cantidiides muy grandes dcsdc 
al ano 1973 por el Instiiuio Nricioiinl de Previsión, luego 
Instituto Nacional de la Salud. Eii una lunción mcdiado- 
ra, en la que tuvo que intervenir, incluso. el Consejo de 
Estado en pleno para dar un dictanicn I'avorablc a la 
propuesta que nosotros habiamos hecho, se resolvió. Este 
hombre acaba de I'allcccr victima de un cáncer: Estuvo 
tres vcccs e n  huelga de hambre. pero su lallccimicnto se 
ha debido a una cnliwiicdarl tunioral. Ha podido recibir 
la iiiayor parte de lo que Ic corrcspondia, aunque Ic quc- 
da una pequeña cantidad. La \.iuda \ a  ha dicho que 1.01- 

verá a insist i r  ante el Defensor del Pueblo, pero la rcali- 
diid es que murió habiendo pagado (porque hubo una 
conipciisiicióii) todo lo que dcbiii í\ la Scguridiid Social y 
ii los a c r ~ c d o ~ . ~ ~ ,  que le habian ciiibai-gado casi todos sus 
biciics. y aún Ic quedó una cantidad aprosimada de unos 
treinta milloncs de pcsctas que se Ic dcbiaii, ivpito, dcsdc 
muchos años atriis. La Administración pagó, incluso pa- 
gó con iiiicrcscs. He ahí un cuso de mediación. 

Hcnios tciiitlo iiiinbitin otra nicdiación de distinto tipo, 
todavin abicrin. entre el alcalde y los trabajadores de 

Altos Hornos de Sagunto frente a la Administración pú- 
blica. por la rcconvcrsión industrial. Nosotros hicimos 
una nicdiación y el Ministerio de Industria y Encrgia nos 
iiscguró que se rcspctarian totalmente los puestos de tra- 
bajo clc los obreros afectados por esa rcconvcrsión. 

Tuvimos que intcrvcnir, tanibi6n en lunción mcdiado- 
rii, para poder obtener la libertad de un barco mercante 
cspaiiol. que habia quedado retenido en un puerto turco 
porque no pagaba las cstadias y los gastos de arrastre. La 
tripulación acudió al Dclcnsor del Pueblo con un tclcgra- 
nia, una nicdiación con el Ministerio de Transportes y 
con el Banco de Cr6dito Industrial pcrniitió arreglarlo. 

Estamos tambicn, en este momento, c n  u n a  I'unción de 
mediación. pero que arranca del ano IY83, por un problc- 
nia giavc. que es cl Hipcr-Granada, doiidc csistc una 
situación coníliciiva. Han venido los representantes de la 
coopcrati\a de constiuctoras de  este nicrcado cn dcnian- 
da de nuestra inicrvcncióii cerca de los Ministerios co- 
ii.cspoiidiciitcs \. de la Junta de Aiidaluciii. 

Hciiios nicdiado tanibiL;n (les scnalo a ustedes algunos 
de los aspectos iniportantcs) cntrc los sindicatos de Poli- 
cia y el Ministerio del Interior sobre el tenia del derecho 
a la manifestación y el problema, todavia pcndicntc, del 
derecho a la huelga. 

Fiiiiilniciitc. hemos nicdiado en la cuestión delicada, 
iniportanic y urgente de la h.jaci6n de qui. son servicios 
niininios y que es contenido esencial de un derecho. en lo 
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que se idici.c a la huelga de determinados profesionales, 
por c,jciiiplo los mcdicos, donde, por un lado, cstiin los 
derechos de los cnlcrmos y ,  por otro. el derecho de hucl- 
ga de los mi.dicos o de los asistentes sanitarios. Es urgcn- 
te encontrar una solución equitativa que dctcrminc cuá- 
les son esos servicios minimos. 

Al  lado de estas tres primeras funciones hay. por últi- 
mo, una que es parajui.isdicciona1. Nosotros no tenemos 
función ,jurisdiccional ninguna, pero s i  estamos Iegitima- 
dos, S S .  S S .  lo saben, para intciponcr rccursos de anipa- 
ro constitucional y rccu~~sos de inconstitucionalidid. Ahi 
actuamos rcalnicnic conio coopcradoi.cs ciitrc lii pcrso- 
na, el ciudadano que ci'cc que uno de sus tlciuhos lunda- 
niciitalcs, los que son susceptibles dc i~ccui'so de amparo. 
han sido inl'ringidos. \ el Tribunal Coiistitucional. 

Durante 1 Y83 solaniciitc hciiios interpuesto un r c c u ~ w  
de amparo constitucional, iiunquc se nos han pedido mu- 
chos cuando se producia o se iba a producir una autenti- 
ca indclciisióii. En este iiioiiiciito no nic \o\' ;i dctcncr en 
ello. porque, repito, el ticnipo cori'c niuy ligcraiiicntc. 
Este único caso I'uc ii petición del Cuerpo de Iiigcnicios 
Teciiicos o de Grado Medio de Alicante. 

I gua I nicn t c , rcfci.cn t c a I I W U  rso de i ncons t i t uc iona I i - 
dad. Iiciiios recibido niuchisinias peticiones. pero sola- 
iiicntc hemos dado paso a una cii 1983, \ hemos tenido 
que i.cpctirla sobre el iiiisiiio concepto en 1084, por prc- 
suiita violación del principio dc igualdad y discrimina- 
ción que consíipra el iii.ticiilij 14 cle nuestra Constitución. 
Se rcl'icrc a la consigiiac.ioii piiwpucstniia \ su distribu- 
ción c n t i ~  orgaiiimcioiics siiidiciilcs m i s  reprcscntativas 

ctc~Aci'a. Ahi no habia habido ningún Grupo Pidamenta- 
ri o que hubicix impupnndo este ciipiiulo. esa partida del 
Prcsupucsto, y, a petición de otras organizaciones sindi- 
cales que n o  se habiaii beneficiado en nada. estimamos 
que debíamos imponer el recurso de inconstitucionnli- 
dad ante el Tribunal Constitucional. Conio en el Pivsii- 
puesto de 1984 se ha ivpctido el mismo cpigralc siistíin- 
cialnicntc. ha habido que interponer el r c c u ~ w ~  de iii- 
coiistitucioníilidad. que se ti-amitarii acuniulado al pri- 
nic iu  

Pero ha habido muchos casos en que hcnios contestado 
a la persona i.cclaniantc que coiisidcriibaiiios -lo cual 
n o  obsta a que otras opiniones divergentes pudieran tc- 
ner una l'undamcntacióii distinta- que no habia moti- 
vos suficientes para interponer el recurso de inconstitu- 
cionalidad. A s i  ha ocurrido. por cjcniplo. con niotivo de 
la Ley de Rclornia de En,juiciamicnto Criniiniil. Recurrió 
a nosotros la Fcdcraci8ii de Joyeros de Cataluña. por csti- 
niar que eso les podia colocar en grave riesgo de indclkii- 
sióii. Nosotros cstimaiiios que n o  podia ser posible iiitcr- 
poner recurso dc inroiistitucioiialidad contra unii Ley 
que cuniplia el artículo 17 de la Constitución, pero s i  
transmitimos al Ministerio del Interior la fundada pi.co- 
cupación de personas que, como ellos, ejercen una prole- 
sión que puede ser susceptible de mayor riesgo, para ver 
si era posible una protección niiis eficaz. 

Hemos tenido tambidn que intervenir (hoy niismo se 
ha enviado a las Cortes Gcncralcs) en un recurso de iii- 

(según el cpipr¿Ild, para atcncioiics de caráctcr cultural. 

constitucionalidad que no interpusimos, dando razón pa- 
ra ello, contra la Lev de finales de  ano que estableció 
rclormas urgentes de las Haciendas locales, es decir, la 
autorización para los recargos tributarios. Fueron bas- 
tantes las quejas que nos llegaron en este sentido, pero 
nos pareció que no procedía (al menos, nosotros lo esti- 
marnos así, ya que era problemático y no estaba real- 
mcntc claro) interponer un recurso de inconstitucionali- 
dad, pero sí hemos enviado a las Cortes Generales una 
recomendación para que en la Ley nueva definitiva de 
esa materia, sc tengan en cuenta los puntos de posiblc 
violacibn constitucional en los principios que rigen la 
justicia iributaria. 
He de decir que en el ejercicio de estas funciones hc- 

mos tenido relaciones con todos los órganos de la Admi- 
nistración Pública, hasta con el cxcclcntísimo señor Prc- 
sidcntc del Gobierno, no en cuanto a su función política, 
pero si  en cuanto a cúspide del organismo administrati- 
vo; con los Ministerios. los organismos autónomos de la 
Administración institucional y las empresas públicas. 
Las comunicaciones se han dirigido siempre normalmen- 
te para iniciar al que ocupaba el vtirticc de la respectiva 
organización administrativa. salvo cuando i.1 mismo nos 
ha dicho que en lo sucesivo enviáramos las rcclamacio- 
ncs a los Directores Gcncralcs. a los Presidentes o Dircc- 
torcs de Institutos autónomos o a los Jefes de sus Gabinc- 
tcs. \ me complace decir que esas rclacioncs han sido, 
durante el ano 1983. sustancialmcnte gratas, estimulan- 
tcs \ Iructifcras. Ha habido 1ambii.n alguno punto negro, 
sobre el que \.olvcri. luego rapidisimamcntc. 

Lo misnio he de decir de la Administración militar. 
Saben ustedes que en España n o  hay más que un uom- 
budsman., un Defensor del Pueblo, a diferencia de otros 
paises, y a nosotros tambi6n nos incumbe vigilar la Ad- 
ministración militar, salvo en el punto de las cuc *s t '  iones 
que se rcl'icrcn al Mando de la Defensa Nacional, pero, en 
todo lo dcmis, hemos intervenido y hemos obtenido rcs- 
puestas realmente muy satisfactorias, incluso en algo tan 
delicado como es la Jurisdicción Militar, es decir, la Ad- 
ministración de Justicia Militar, A 1ravi.s del Fiscal Toga- 
do del Consejo Supremo de Justicia Militar se han trami- 
tado muchas quejas, por analogia a lo que establece el 
artículo 13 de nuestra Ley sobre la Fiscalía General del 
Estado. 

Dificultades con la Administración de Justicia inicial- 
nicntc no  hemos tenido, pero tampoco tenemos una in- 
tervención directa. La Administración de Justicia tiene 
un rcgirncn especial respecto al Defensor del Pueblo; no 
tenemos nias que la posibilidad de intervenir a 1ravi.s del 
Fiscal General del Estado yio del Conwjo General del 
Poder Judicial. Tanto el Fiscal General del Estado como 
el Presidente del Consejo. en los poquisimos casos en que 
henios acudido a d,  han respondido con prontitud y con 
eficacia iliniitada. 
No obstante, nos parece que en este punto quizá un día 

habría que revisar ese funcionamiento, puesto que las 
rcspucstas que sucic dar el Fiscal General del Estado son 
transmisión de las que le dan los Fiscales, pero ahí nos 
queda siempre la inseguridad de hasta quk extremos se 
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ha rectificado suficientemente el motivo de la queja. 
Ellos, en cuanto personas, tanto e l  Fiscal General del 
Estado como el  Presidente del Consejo General del Poder 
Judicial, han mostrado siemprc su voluntad de coopera- 
ción. 

Hemos tenido tambidn contactos y he visitado casi to- 
das las Comunidades Autónomas. Pero como este es un 
punto importante v que tal vez se suscite en el dialogo, lo 
dejo entre pardntcsis. No obstante. si indico que la posi- 
ción de la institución del Dcfcnwr del Pueblo ha sido que 
donde habla en los Estatutos de Autonomia prL\ i sta una 
figura semejante (v  son ocho las Comunidades Autóno- 
mas que lo tienen), hay que estudiar las fórmulas de 
coordinación, puesto que el Defensor del Pueblo no cede 
ninguna de sus funciones. Las funciones del Defensor del 
Pueblo abarcan a la totalidad del territorio nacional, pe- 
r o  en aquellas Comunidades Authomas, repito, donde el 
Estatuto de Autonomía prcvi. una figura semejante. hay 
un principio de coordinación, no de atribución o delega- 
ción de funciones a la figura autonómica, al Comisario 
parlamentario autonómico, sino de coordinación con el 
Defensor del Pueblo. y se puede y se debe establecer, 
insisto, esa coordinación sobre una base legal. Respecto a 
este tema, si ustedes lo desean, volvcrd luego. En cambio, 
en las Comunidades Autónomas que no lo tienen previsto 
en sus Estatutos de Autonomía (y son nueve), no ha lugar 
a la creación de una figura scmc.jantc. Se resuelve. diría 
-hasta ahora, los contactos que hemos tenido con todas 
ellas son satisfactorios-, a travds de Comisiones de dere- 
chos humanos o Comisiones de petición que cada uno de 
los órganos parlamentarios pucdcn establecer. Parlamen- 
10, Cortes o Asambleas legislativas. segun el tipo de Co- 
munidad Autónoma. 

Dird, para concluir este aspecto, que hemos tenido re- 
laciones con la figura equivalente en otros paises, y es 
interesante saber que cuando el *mediateur* franccs 
cumplió el primer decenio, los diez aitos de su íundación. 
e l  pasado mes de octubre, tuvo la gentileza de invitar al 
Defensor del Pueblo a que hablasc LYI nombre de todos 
los aombudsmanm que al11 concurrieron. En el urapportn 
del Defensor del Pueblo f n n d s  figura esa intcrvcnción, 
lo cual fue un gesto de atención, tal vez realizado por ser 
el benjamín de las figuras scmejantcs aparecidas en Eu- 
ropa. 

Sehalo, también, y es importante, la proyección de la 
figura dcl Defensor del Pueblo a los paises iberoamerica- 
nos donde van restablccidndow instituciones democráti- 
cas. En este momento hay provectos de cstablccimicnto 
del Defensor del Pueblo en Costa Rica -hav un trámite 
ya iniciado en el ámbito de la Fiscalía, pero quieren clc- 
varlo a l  rango constitucional-, lo hav en Venezuela. en 
Perú y, sobre todo, en Argentina, donde existe ya un 
proyecto de Ley enviado por el Presidente de la Repúbli- 
ca a la Asamblea legislativa constituvcntc, para que se 
instituya la figura del wmbudsmanm, y han pedido a 
España no solamente e l  envío de nuestra Lcv, de nuestro 
Reglamento, sino tambibn los datos principales de nues- 
t ro trabajado durante un ano. 

En cuanto a los principales tipos de quejas analizadas 

y estudiadas durante 1983, los tienen ustedes en los cua- 
dros, capítulo por capitulo. Sin embargo, lo quc s i  me 
permito decir, saltándomc otras consideraciones, es que 
en torno a los derechos contenidos en todos los artículos 
de la Constitución, ha habido alguna queja. No es cierto 
que se haya producido exclusivamente sobre los derechos 
cconbmicos, sociales y culturales, 1ambii.n sobre los de- 
rechos civicos y politicos. aunque e11 menor número, pero 
con importantes car;ic.tL*i'isticas. Las ha habido en todos 
y podriamos pasar l ista. Yo he hecho aqui una relación 
que va desde los dcrL,'chs de los cxtran,icros en España 
(articulo 131, hasta los derechos económicos. sociales y 
culturales. Todos cllos. de alguna manera, han originado 
qucJas. 
No rnc parece indispcnsablc detenerme ahora en cuan- 

to al  carácter de cada una de esas quejas, puesto que 
podrá ser mc.jor dilucidado si ustedes sc' dignan a hacer- 
me las preguntas pertinentes. Lo que si quisiera poner de 
relieve son algunos de los tipos fundamcntalcs dc qucjas 
que nos han preocupado más, y sobre las cuales hemos 
tenido resultados positivos. Tengo el deber de decir antc 
S S .  S S .  que de las 30.000 quejas recibidas cl ano pasado, 
unas 14.000 no fueron tramitadas antc la Administración 
porque la calificación que las mismas nos produjo luc 
que no entraban dentro de nuestra competencia o no 
reunían los requisitos establecidos por la Ley. Se han ido 
despachando durante el primer trirncsirc de este atio lo 
que quedó de ellas, y en este momento podemos decir 
que, wn muy pocas carencias, las quejas de 1983 cstiin 
ya en trámite antc la Administración; muchas de ellas 
concluidas -si quieren cifras las dar6 luego, aunque las 
tienen escritas, incluso las de este primer trimestre- y 
otras en tramite de conclusión. 

Rápidamente quisiera llamar la atención sobre las 
principales quejas que se han producido en cada una de 
las Arcas. 

En el arca de Presidencia de Gobierno, Función Publi- 
ca en general, fueron 2.595 las quejas recibidas. es decir, 
el 8.43 por ciento del total, que afectan a retribuciones. 
derechos de los funcionarios en activo y derechos pasi- 
vos. No oculto a SS. SS. que en este momento hay una 
tensión creciente y ,  por tanto, una presencia m i s  acu- 
ciante de que,jas en esta materia. 

Otra serie de quejas vienen por las relaciones entre la 
Administracion y los administrados: lentitudes en la trü- 
mitación de los expedientes, abusos en la priictica del 
silencio administrativo, incluso interpretaciones restric- 
tivas del alcance de las sentencias de la jurisdiccion con- 
tencioso-administrativa, al exigir la Administración quc 
sca un fallo individualizado, lo cual origina que muchos 
funcionarios quc están en la misma situación no puedan 
beneficiarse de una sentencia favorable recibida por una 
persona que está en la misma situación que cllos, sino 
que tienen que ir al  contencioso-administrativo. Final- 
mente, tambidn hav inc,jccucioncs o graves retrasos en la 
ejecución de scntcncias, sobre todo de la jurisdicción 
contcncioso-administrativa v de la jurisdicción laboral, 
con lo que ello implica para los reclamantes. 

En el ámbito del Ministerio de Defensa c Interior, quc 
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fue un 7,43 por ciento del total, las 2.295 quejas lunda- 
mentalmente se han referido a l a  aplicación de l a  jur is- 
dicción m i l i t a r  de las garantias procesales contenidas en 
nuestra Constitucibn, duracibn de l a  prisibn preventiva, 
derecho a recurso de revisión, etc6tcra. En este punto la 
respuesta de la Administración militar ha sido satisfacto- 
r ia, en el sentido de decir que en la rcíorma del Cbdigo 
de Justicia M i l i t a r  que está en marcha se tcndran en 
cuenta esas garantías constitucionales. Luego están las 
relaciones de los miembros de las Fuerzas Armadas con 
los superiores. Hemos tenido quc,jas relativas a algunos 
malos tratos en, algún cuartel (no es necesario decir de 
qui. región), pero inmcdiutumentc que hemos acudido a l  
Ministerio de Dclensa se ha iniciado el expediente y se 
han producido las sanciones disciplinarias pertinentes. 

Hemos tenido iambibn toda la problcniática de los 
objetores de conciencia, que durante el ario 1983 Iuc sólo 
la de gestionar y obtener, porque dictó una circul i i r  el 
Ministerio de Dclensa, las prbrrogas de incorporación a 
l i las mientras no se promulgara la nueva Ley sobre rcgu- 
lación del derecho de objeción de conciencia y de la prcs- 
tacibn social sustitutoria. 

Los casos del Ministerio del Iiitcrior han sido menos. 
pero ha habido algunos. Se nos han denunciado once 
casos de malos tratos. Esos once casos de malos tratos 
dieron lugar inmediatamente a nuestra intcrvcncion. Por 
cl Ministerio del I i i tcr ior  se nos dicron respuestas sobre 
los expedientes y las investigaciones en marcha para la 
sanción, en su caso, de quienes habiaii p iu iuc ido  esos 
niiilos trü tos. 

E l  área de ,jusiicin es una de l as  ái*eas que n i i s  quejas 
ha generado, un 12.38 por ciento. p r o  hay que tener en 
cuenta. para no distorsioiiar csn ciíi-a, que niuchas se 

tciicias cii dichos proccsos. No podcnios iii iervenii. de 
nioniciito. repito. salvo en la lOimu que ya he dicho antes 
del Fiscal General del Estado. En las seiitciicias incjecu- 
tadas no podcnios intervenir, pci.o s i  podemos revisar el 
coiitciiido de la sentencia. Podcnios iiitcrwiiir e11 el su- 
puesto de recurso de i iniparo constitucionnl, y s i  de lo 
que se nos queJa el reclamante es de lent i tud en la cjccu- 
ción de la sentencia, si podemos promover que esa scn- 
tcncia sea ejecutada. 

En el área del Ministerio de Econoniiri y Hacienda. 
donde hay 2.727 quclas. es decir. el 8.W6 por ciento, la 
mayor parte de las niisnias se rctiercii a problemas de 
derechos pasivos de los luncionarios. Henios intervenido 
y en algunos casos henios obtenido alguna respuesta CS- 

triiordinai-ianieiite slitisluctoria, como wur rc ,  por ejeni- 
plo. con Iu rcduccibn de la rcniuiicración a uqucllas luii- 
cionttrias que por razones de niutcrnidad, pero que se- 
guían prestando sus servicios. tenían una joi.iiadu rcduci- 
da y les habían aplicado una baja desproporcionada de 
sus respectivas reniuneracioiies. Planteada por nosotros 
la queja ante el Ministerio de Hacienda, la Dirección Ge- 
ncral de lo Contencioso ha emitido dictanien absol2ta- 
mente lavorablc a la tesis de que no se les puede rebajar 
m i s  que en una proporcibn equitat iva respecto al tiempo 
o a la duración del traba.io. 

rd'icrcii ü ~ ~ W C S O S  iiiiircha O a iiW,cljccucioiics de scn- 

Quejas c n  el área de Administración Terri torial y Lo- 
cal, un 6,22 por ciento. 

Relativas a l  área de trabajo, que es una de las más 
prcocupantcs para nosotros, han sido 2.240, e l  7,28 por 
ciento, pero son realmente dramáticos los problemas que 
el desempleo origina. Especialmente ahí hemos tenido 
que ocuparnos de que sc' perciban con puntual idad los 
subsidios de desempltw y las otras prestaciones, y hemos 
propucsto que se prorrogue e l  t iempo de las prestaciones 
rncdico-farmacbuticas a los que están en desempleo, etcti- 
tcra. 

El área de Sanidad y Consumo ha sido también impor- 
tante, no tanto cuantitativamente, porque han sido 1.163 
quejas, el 3,78 por ciento, como por el carácter de las 
quejas recibidas. Unas se refieren a los derechos de los 
prolesionales de los servicios sanitarios. mbdicos, ATS, 
ctcbtcra, y otras a derechos de los enfermos. Sobre este 
punto. mala praxis y otros aspectos. Sin embargo, tengo 
que decir, porque es justo, que la  Administración sanita- 
ria, el Ministerio de Sanidad y el Insalud, han rcspondi- 
do con mucha diligencia a todas las quejas que nosotros 
les hemos formulado en cstc sentido. 

Queda el área más importante de estos derechos econó- 
micos, sociales y culturales, que es el área de Seguridad 
S w i a l  y bienestar social, en la  que se han presentado 
8.900 quejas, un 28,93 por ciento. casi un 29. Aquí se 
cnyloban todas las materias que SS. SS. puedan imagi- 
nar, pensiones dimanantcs del mundo del trabajo y sus 
consecuencias, atcncion a las pensiones de los minusvál i-  
dos, residencias y atenciones a personas de l a  tercera 
edad y, sobre todo, ese panorama ambiguo y ampl io de 
la l lamada acción social, es decir, las pensiones del FO- 
NAS. Ahi  hemos intervenido y hemos sugerido que no se 
aplique la lirnitacibn a l  FONAS del derecho de alimentos 
del Cbdigo Civi l ,  porque para qui tar  muchas veces l a  
pcnsión del FONAS se arguye que el  pensionista tiene 
personas con obligacibn de alimentarle, y a veces esas 
personas son un trabaJador para el cual al imentar a su 
padre, si está en paro, es un problema. En todo caso, por 
niucho que sea su salario, no sera suficiente para sostc- 
ner tambibn a sus padres, mayores de sesenta y nueve 
aiios, puesto que a par t i r  de entonces es cuando se puede 
recibir el FONAS. Esto, a nuestro juicio, es una intcrpre- 
tación que habría que corregir. 

En el árca de obras publicas y urbanismo hemos intrr- 
venido en algunos casos importantes, por ejemplo, en el 
cnibalsc de Alcorlo, para conseguir quc una población 
que luc desalojada para la construcción del mismo puc- 
dn retornar alli. en todo caso, que sc. IL' produzcan las 
compensaciones suficientes. En ello estamos. en una fór- 
niulu que acaba de darnos el Ministerio de Obras Publi- 
cas que puede ser satisfactoria. por lo menos en parte. 

L o  mismo ocurre en materia de viviendas. El capitulo 
de viviendas adecuadas a que se refiere e l  art iculo 47 de 
nuestra Constitucibn. es uno de los que más se invocan 
por nuestros reclamantes, y aunque naturalmente noso- 
tros no podemos dar viviendas, si podemos procurar que 
las viviendas de protcccibn oficial, de promoción públi- 
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ca, se den con arreglo a unos baremos lo más objetivos 
posibles. 

Podrlamos añadir, para concluir, que en materia de 
transportes, turismo y comunicaciones, Rcnfc tiene pro- 
blemas de funcionarios, empleados y trabajadores, sobre 
todo uno muv enquistado que es el de las jubilaciones 
anticipadas del ano 1967, que ha movilizado muchas ve- 
ces a las asociaciones que sc wupan de cllo. Tambidn la 
Compañía Telefcjnica Nacional tiene el tema de las exce- 
dencias por maternidad y deseo de reintegrarse al  scrvi- 
cio activo, que ha planteado problemas. y se han ido 
encontrando soluciones puntuales. 

Este es el panorama, y concluyo -amparándome en la 
benwolcncia del señor Presidente por primera ve%, la 
segunda ya mediremos mejor el tiempo, porque me he 
excedido de los treinta minutos-, con una evaluacion 
autocritica de la tarea realizada. que nos hace sehalar 
por delante lo deficitario, lo negativo. 

Hay una evidente desproporción entre la demanda so- 
cial que nos llega y la posibilidad de respuesta. No es eso 
sólo lo que nos agobia. porque si podemos resolver 5.000 
casos de los 30.000 estamos en cifras parecidas a los de 
otros Defensores del Pueblo, otros aombudsman. de 
otros países. No es eso lo que nos agobia, repito, nos 
agobia más la preocupación de poder dar respuesta rapi- 
da y diligente a quienes acuden a nosotros, y no siempre 
hemos podido. Hay incluso todavia algunas quejas dcl 
año 1983 que no han podido ser contestadas a nuestros 
reclamantes. 

Está tambidn la demora en las respuestas, a veces, por 
parte de la Administración. He dicho antes lo elogioso. 
En general hemos tenido un diálogo fructífero con al  Ad- 
ministración, pero hay algunos casos en que los IS dias 
-y no va los quince dias, puesto que podemos prorro- 
garlos durante otros 15 s i  el volumen o la complejidad 
del problema así lo recomienda-, se han convertido en 
más tiempo. H a  habido casos en que no hemos tenido 
respuesta durante mises y hemos tenido que dirigir unos 
recordatorios, de alguna manera admonitorios, diciendo 
que empezaríamos a ejercer las luncioncs de estimulo a 
las acciones diciplinarias. 

Luego están los obstáculos objetivos para la wlución 
de muchas quejas. Yo quisiera que SS. SS. lucran cons- 
cientes de ello, no atribuimos la no resolución satisfacto- 
r ia  de muchas quejas a culpas individuales de lunciona- 
rios,sino a obstáculos objetivos que son de tipo regla- 
mentario, porque hay normas reglamentarias, órdenes 
ministertaks, decretos, que han quedado dcsfasados res- 
pecto a la realidad, v que exigcn una interpretación mas 
flexible, ampai-bndose en el arilculo 4." del Titulo Prcli- 
minar de nuestro Código Civil, o la reforma de la norma 
reglamentaria. Pero tambidn hay veces que el problema 
es de tipo legal, es decir, que está establecido, como la 
ley de Seguridad Social, por ejemplo, o la Ley de Sani- 
dad, en que solamente con unas translormaciones se po- 
drian encontrar caminos para resolver favorablemente 
las quejas. 

De lo positivo no voy a hablar. Simplemente va he 
expresado mi agradecimiento a la confianza demostrada 

por las Cortes, a la confianza demosirada por amplios 
sectorcs de ciudadanos españoles. DL' vez en cuando se 
publican cartas; las cartas quc se publican. con10 c h  I<igi- 
co, son aqudlas en que cree la persona que 110 sc Ic Iia 
atendido suficic.ntemcnte y prwuramos csclar~'cci~lo. pc- 
ro wn muchas, muchisimas mas las cartas quc recibinios 
de estimulo y de agradecimiento cuando se ha podido 
resolver favorablemente un problema. N i  una cosa ni 
otra nos hace perder la serenidad que en cstos casos es 
indispensable. Hemos tenido r~wltados Iavorablcs en va- 
rias c importantes qucJas, y podri. contestar a las prcgun- 
tas de ustedes sobre esto. 

Quedan, por ultimo, las rcuomcndacioncs que hemos 
sometido a la consideración de la Administración Públi- 
ca y a estas Cortes Generales. Es dccir, el Iuturo no sólo 
de la Institución. sino del cumplimiento de la misión que 
la Constitución atribuye a tdm los poderes públicos. 
sobre iodo a los poderes públicos que han de deíendcr los 
derechos fundamentales, pero niuy en coiicrcto ti1 Dckn- 
sor del Pueblo. 

Nusotros podemos asumir esas rcconicndiicioiics en es- 
tos puntos. De carácicr general: contra la insuficiencia 
de información por parte de la Adniiiiistración Pública. 
Hemos instado que todos los Ministerios y sus inspcccio- 
ncs respectivas aprieten en este punto dc intwmar nic,jor 
a los ciudadanos. Segundo, contra el abuso del silencio 
administrativo. hay un uuti.ntico abuso dcl silencio ad- 
ministrativo que obliga a los ciudadanos a acudir a los 
tribunales de ,justicia. Tercero. contra las lentitudes o 
pasividades no justificadas en la tramitación de expe- 
dientes o procedimientos judiciales. Cuarto. contra dota- 
ciones insuficientes de servicios públicos esenciales. y 
quinto, contra la cortedad de las pensiones y lo relativo u 
los plazos de prescripción o caducidad de las acciones 
para rcclamarlas; nosotros ya hemos propuesto que haya 
una cicria irnprcscriptibilidad en la rcclamación de pcn- 
sioncs, cuando cl fundamento de la pcnsión es claro. 

A cstos puntos hemos añadido otros y mis puntuales 
wbrc el desempleo, wbrc lo violencia y sus raiccs. sobre 
las toxicomanías (que es uno de los problemas graves a 
los que hemos acudido a pcticicjn, sobre todo. de los pa- 
dres de toxicómanos), y contra los residuos de discrimi- 
naciones anticonstitucionales. Sus scñorias saben que 
quedan esos residuos, cn primer lugar por le guerra civil. 
En estas Cortcs se está tramitando en este niomcnio la 
aplicación de la amnistía, es decir, la desaparición de la 
desigualdad entre funcionarios civiles y funcionarios mi- 
litares dc la dpwa de la guerra civi l .  En segundo lugar, 
existen por razón de sexo. Hemos planteado el problema 
de que las pensiones de viudedad sc pcrcibcn por los 
trabajadores masculinos y femeninos, s in  discrimina- 
cibn, cosa que no au r r ía .  Hav 1ambii.n discriminacibn 
por otrw aspectos, por cjcmplo, aspectos raciales o por 
lo menos culturales, como son los crecientes enfrenta- 
micntoci entre comunidades de gitanos en barrios de 
payw o a la inversa, que están planteando problemas 
rcrios. 

Tcndrlamos que dccir que 1arnbii.n hemos hecho reco- 
mendaciones sobre el cumplimiento dc* deberes, porque 
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creo que no podemos ocuparnos sólo de los derechos hu- 
manos, sino del cumplimiento de los deberes que hacen 
posible la satisfacción de esos derechos humanos. 

Concluvo pidiendo indulgencia por el  excesivo tiempo 
que les he retenido. Tenemos plena conciencia de la res- 
ponsabilidad que hemos asumido en csta institución v de 
sus dificultades. Pero tenemos 1ambii.n la esperanza de 
superarlas si se mantiene un contacto fluido, como hasta 
ahora o mejor todavía, con la Administración pública y 
con las Cortes Generales. Nos gustaría, para no detener- 
les tanto tiempo en csta sesión, poder tcncr algunas reu- 
niones más frecuentes con la Comisión de Relaciones con 
el Defensor del Pueblo, en las que pudieramos ser, por 
tanto, más breves en la exposición de nuestros problc- 
mas. 

Lo que sí puedo decir es que la promoción de las condi- 
ciones objetivas que hagan posible que los derechos de 
libertad y los dcrcchos de igualdad y solidaridad que 
consagra nuestra Constitución sean reales, es la mejor 
manera de ser fiel al espíritu de la Constitución. Que 
nuestra Constitución sea, en la terminologia de Karl  Loc- 
wcnstein, una Constitución vcrdadcramcntc normativa, 
que no hava capítulos nominales y #  sobre todo. quc nun- 
ca pueda ser tachada de scmantica. A mi me parece que 
esa es nuestra responsabilidad, la de todos. 

Gracias a SS. SS. por el apoyo, para nosotros extraor- 
dinariamente estimable, que nos han prestado durante 
este año. 

El señw PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ruiz- 
Gi mkncz. 

Hemos rebasado un poco ampliamente el tiempo que 
habíamos previsto. Esto quiere decir que no lo habiamos 
calculado quizá demasiado bien. 

Las señoras v señores Diputados saben que las normas 
que vamos a seguir, que son las que la Presidencia de 
este Congreso ha aprobado, son que ahora los portavoces 
de los distintos Grupos Parlamentarios que quieran in- 
tervenir lo hagan, v a continuación contestará el Dcfen- 
sor del Pueblo. 

¿Grupos que quieren intervenir en el momento procc- 
sal en que estamos? fPu1isu.l 

Tiene la palabra e l  portavoi. del Grupo Centrista por 
un tiempo de diez minutos. La misma flexibilidad que 
hemos tenido con el Defensor del Pueblo la tendremos 
ahora con e l  representante del Grupo Centrista. 

El setior GARCIA AGUDIN: Gracias, señor Presidente, 
aunque creo que no vov a consumir todo mi tiempo. 

Vov a formular al  wior Defensor del Pueblo tres cues- 
tiones, que trataré de enunciar por orden de jerarquía e 
importancia. 

La  primera es sobre un tema al  que ha aludido tangcn- 
cialmente S. E. a l  hablar de los Defensores del Pueblo de 
las Comunidades Autónomas. Hace tres días cxactamcn- 
te que e l  Parlamento de Galicia aprobó la figura análoga 
a l  Defensor del Pueblo o *Valedor de Pobw -como allí 
se llama- y, por tanto, nos interesaba saber, como Gru- 
po comprometido en la construcción del Estado de las 

Autonomías, cuáles son las últimas ideas -porque sabe- 
mos los últimos trabajos que se están realizando al  rcs- 
pect- quc tiene el Defensor del Pueblo de Espafia, en 
orden a la coordinación con esas instituciones afines de 
las Comunidades Autónomas. Aunque coordinación es 
una palabra d i o s a  en esta Cámara -ha dado lugar a 
muchos debates-, podriamos decir que sería interesante 
conocer la ilustrada opinión del Defensor del Pueblo so- 
bre la cstructuración y la coordinación de este tema a 
corto plazo, que, aunque no tiene una importancia tras- 

El segundo punto es de carácter menor, pero que tiene 
intcrcs. teniendo en cuenta la categoría humana y pcrso- 
nal del señor Defensor del Pueblo y los adjuntos que le 
vienen ayudando: se trata del ricsgo de la burocratiza- 
ción. 

En este momento, todos los csputiolcs, que conocemos 
las personalidades que hoy encarnan csta institución, es- 
tamos esperanzados, naturalmente, en la buena gestión 
de los resultados, por supuesto, modestos, pero de cfica- 
cia. que se van consiguiendo. Sin embargo, nos da un 
poco de miedo, lo sabemos a travcs de la opinión públi- 
ca, el ricsgo de la burocratización: nos damos cuenta de 
que una institución como i.sta no pucdc funcionar de un 
modo puramente comercial, de inmanencia, de cercanía, 
de inmcdiatividad. con el administrado; es natural que 
haya registro de entrada, plazo de informe. la contcsta- 
ción más o menos inlormaiizada; entonces, nos da miedo 
-como dccia- que todo csto, de alguna suerte, sin quc- 
rcrlo y contra la voluntad, no sólo de las Cortes Gcncra- 
les, sino de SS. SS.. pueda traducirse en una oficina más. 
Y, ciertamente, seria tr iste -aunque se pucdc decir que 
se han venido obteniendo algunos resultados como los 
del año 1983-, que pudiera degenerar en una olicina 
burocrática más o menos grande, no sólo en la sede ccn- 
tral de Madrid, sino incluso en las sedes de las figuras 
análogas que en las diversas Comunidades Autónomas 
puedan existir. 

La última pregunta, todavía menor cn la escala jcrár- 
quica. que enlaza con la misma preocupación del Grupo 
Centrista en cuanto a la esperanza de los resultados que 
dcbcriamos obtener, es una pregunta cordial y #  s i  me 
permite, casi confidencial. 0uisii.ramos saber s i  el Dcfc'n- 
sor del Pueblo y sus ad.juntos no tienen la impresión de 
que la tarca es demasiado magna, demasiado importante 
y, acaso, condenada a la esterilidad. Y digo por que. De 
alguna manera, los españoles tenemos la conciencia de 
que en el presente momento es caótica la situación en 
que se encuentra la Administración de Justicia, a la cual 
corresponde -como todos sabemos- la remisión cn pri- 
mera instancia de la actuación de la Administración; no 
por culpa de que los funcionarios de la Administración 
de Justicia ni de los de la Administración, ni nadie quic- 
ra que csto acontezca, pero lo cierto -y la opinión públi- 
ca lo recoge v lo sufre en su carne todos los días- es que 
de hecho estamos consiguiendo una práctica casi incons- 
ciente de la justicia, porque a ello equivale el conseguir 
la solución procesal a l  cabo de cuatro, cinco o seis años, 
lo quc de ordinario vicnc acontccicndo, desde luego, con 

ccndcntal, nos interesaría conocer lo que hay al rL 's 'p ecto. 
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los Tribunales de lo contencioso-administrativo v,  luego, 
con el tema de ejecución, al  cual ha aludido el  Delensor 
del Pueblo, e incluso en los Tribunales de la jurisdicción 
ordinaria. 

Si eso acontece en una remisión judicial que tiene unos 
plazos proccs~lcs fatales, que de alguna manera son la 
garantía del kxito de la protección procesal, jno pueda 
acontecer algo anhlogo con esta rcvision usui gcncrisr 
que realiza el Defensor del Pueblo? 

Que nadie vea en esto una critica a la Administración 
socialista. pero es una tristeza que la Administración no 
sea eficaz, no rinda, y lo cspuso el señor Presidente del 
Gobierno cuando dccia que la finalidad del Partido go- 
bernante era conseguir que la Administración del Estado 
funcionase. De hecho, creo que es una realidad que la 
Administracion no funciona eficazmente, no sirve a los 
ciudadanos, todavía (y en esa tarea de renovación. de 
reforma y de modernización, estamos todos cmpctiados 
s in  diferencias ideológicas), digo. s i  no puede darse la 
impresión y correrse el riesgo de que es tal la magnitud 
de la revision, no judicial. que realiza el Defensor del 
Pueblo; de que realmente no podamos hacer casi nada; 
que no podamos conseguir una eficaz Administración. 
para que. en consecuencia, se vea atendida la protesta 
del ciudadano que acude esperanzado al Defensor del 
Pueblo; repito, no puede dar la impresión esta institu- 
ción del Defensor del Pueblo de que es tal la magnitud, 
de que, mientras no consigamos la moderniaacibn y cfi- 
cacia generalizada de la Administracih del Estado, irc- 
mos consiguiendo muy pocos valores. 

Naturalmente, el Dclcnsoi del Pueblo concluía brillan- 
temente su informe diciendo .si de las 30.000 picaas con- 
siguicramos cierta satisfaccibn de 5.000. estariamos al 
nivel medio europeo*. Por supuesto, s i  de las 30.000 pic- 
zas se consiguiera la satisfacción de una sola, de un caso 
humano, ciertamente seria quizá compensada la insiitu- 
cionalización del h fcnso r  del Pueblo. Pero tambicn seria 
triste que este cmpcno. en el cual hemos puesto y han 
puesto su trabajo los constituyentes, pudiese quedar frus- 
trado, porque es tal la magnitud de la tarea, funciona tan 
dcficicnicmcnic la Administración del Estado, que el Dc- 
Censor del Pueblo, con toda su energía, con todo su apara- 
to, con toda su entrega y generosidad, podría llegar a 
resultados demasiado modestos. 

Estas son, pues, las tres preguntas que. con toda satis- 
facción, hago a l  Defensor del Pueblo. 

El scnor PRESIDENTE: Como habiamos acordado que 
el Defensor del Pueblo contestara P todos globalmcntc. 
tiene la palabra el Grupo Popular. que, segun me ha di- 
cho su portavw. va a dividir el tiempo entre dos niicm- 
bros del Grupo. En primer lugar, t knc  Iü palabra el se- 
nor Elorriaga. 

El sciior ELORRIAGA FERNAN DEZ: Scnor Prcsidcn- 
te, sciior Defensor del Pueblo, schorias, estimo como un 
dcbcr muy grato el que me corrcspondc de actuar como 
portavoz del Grupo Popular del Congreso. en esta oca- 
sión tan singular en que, por vez primera, los Diputados 

de esta Comisión recibimos un informe general del De- 
fensor del Pueblo, correspondiente a l  funcionamiento del 
primer aiio de funcionamiento de la institución. 

En esta ocasión quiero subrayar que nuestro Grupo no 
actúa en su papel de Grupo mayoritario de la oposición 
que Ic compctc, sino simplemente como uno de los secto- 
res del Congreso que colaboraron en la fundación de esta 
institucibn, que presta su ayuda parlamentaria para que 
la institución pueda funcionar con eficacia y que desea el 
mavor h i t o  en la tarea que descmpeiian a todos los intc- 
grantcs de la misma, calificada por el propio Defensor 
del Pueblo como ucntranablc institucion colegiadar. 

Tenemos presentes, por tanto, en estos momentos a los 
dos AdJuntos al Defensor del Pueblo y a los asesores, 
colaboradores y funcionarios que han logrado con su es- 
fucrao la puesta en marcha de la institución y que han 
hecho posible rendir este informe positivo del primer 
año de gestión. 

Nuestro Grupo apoyó con calor la puesta en práctica 
de lo dispuesto en la Constitución de 1978 para comple- 
tar el sistema de tutela y promoción de las libertades. Ya 
en el pcriodo constituyente, el Presidente de nuestro Cru- 
p ~ ,  señor Fraga Iribarne, fue uno de los promotores de la 
instauración de este órgano dentro de nuestro sistema 
político. Votamos en armonia con todos los Grupos Par- 
lamentarios la elección de las personas que dirigen la 
institución y creo que don Joaquín Ruiz-Gimcncz, pcrso- 
na de extraordinaria sensibilidad, habrá pcrcibido. 
mc,jor que nadie, que sus funciones no las tenía como 
oposición, sino como cooperador de la obra que le ha 
correspondido iniciar. 
No podia ser de otra manera. pues nosotros estamos 

convencidos de la conveniencia y uti l idad de institucio- 
nes experimentadas en otras democracias, quiza las mas 
avanzadas y perfeccionadas en el funcionamiento de sus 
brganos de gestión y rcprcscntacibn, que ha de conccbir- 
se como un instrumento de democratización de las rcla- 
cioncs entre el pueblo y la Administración. capaz de im- 
poner una mayor transparencia en el control de la ges- 
tión publica y de recibir, de una forma directa y humana, 
las quejas de los cspaholcs que les corresponde tramitar. 

Observamos que el explicable desconocimiento que los 
ciudadanos tenían de la nueva institución ha originado 
un cierto desconcierto sobre sus signos de identidad, 
creando esa cierta confusión que el  Defensor del Pueblo 
menciona en su informe, una confusión con una especie 
de Caritas estatal o un tcltifono de la Esperanza. Hay 
algo en esta confusibn que no supone un factor negativo, 
hay algo que sc' deriva, sin duda, no sólo del dcsconoci- 
miento de esta institucibn, sino del conocimiento que 
tienen los ciudadanos del talante humano, bondadoso y 
solicito y de la persona que lo encarna, siempre predis- 
puesta, don Joaquín Ruiz-GimCncz, que va a defender a 
cuantos se encuentran, sea cual fucrc la causa, en situa- 
ción de debilidad o de injusticia. 

Es verdad que quizá a su personalidad publica se debe, 
en gran parte, ese suplemento de alma bergsoniana que, 
aunque origina algunas formas de imprccisibn en las dc- 
mandas que se hacen a la institución, le adadc algo abso- 
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lutamcntc preciso, sobre todo en su etapa fundacional: el 
calor humano, s in  el cual, la institución tcndria la frial- 
dad que dcbcrá tratar de corregir en otras instituciones 
burocráticas y políticas con las que se dcbc relacionar 
para tutelar los derechos humanos y las libertades de los 
ciudadanos. 

Esto no obsta para que detectemos un cierto dcscono- 
cimiento popular de la institución, que aconseja que se 
tenga en cuenta la conveniencia de cuidar sus relaciones 
y su presencia a travcs de los medios de comunicación 
social, dado que es obligación de la institución que su 
imagen y su cometido lleguen lo más claramente posible 
al pueblo. En este sentido, debemos estimular a quienes 
integran la institución a mejorar sus cauces, sus canales 
de participación y de comunicación a travi.s de los mc- 
dios. 

Observamos, por otra parte, dcsdc un punto de vista 
cuantitativo, una gran acumulación de quejas \. una gran 
desproporción cntrc aquellas que han sido presentadas, 
m i s  de 30.000, nos dccian, y aquellas cuy;i traniitación. 
según ni¡ inlornic, pucdcn considerarse en lasc de conclu- 
sión o concluidas. 

En l a s  id'lcsioncs que suscita esta comparación se c\i-  
dcncian los piublcmas luncionalcs con que tropieza la 
institución que. por otra parte, pucdc contar con la cola- 
boración parlamentaria de nuestro Grupo y de los demás 
para resolverlos y mc,iorar su capacidad de gestión, 
adaptándola a las csigcncias de la demanda social y con 
el dcsco de que, en el lutuiu. podamos conoccr prados de 
rcaliiación de las medidas piupucstas. 

Coniprcndcnios la acumulacicjn de quejas al iniciar su 
labor, al no csistir ese periodo de carencia o csicnipora- 
iicidad de que se hablaba, y de los niotivoh que los origi- 
na, comprendemos ian1bii.n que la labor del equipo ini-  
cial se ha \,¡Sto, en parte, complicada con los problemas 
iiiituialcs de una puesta en niarcha, instalación, adicstra- 
miento del personal c incluso que pueda haber csistido 
una inllación de expectativas. como es iipico en toda 
novedad en el canipo de la Función Piiblica. pciu n o  puc- 
de conluiidiimos la validez de estos argumentos para cs- 
plicar las iiisul'icicncias iniciales de la institución con su 
sentido de diagnóstico de la situación politica gciici-al. 
Es cvidcntc que el volunicn de quejas es muy superior 

al de otros paises democráticos y, a pesar de las  circuns- 
tancias, n o  scriamos s incc iu  s i  no Ilcpiiscmos a la con- 
clusión de que ello pucdc indicar, a su \ ~ z ,  mayores dc- 
lcctos e n  el luncionamicnto de nuestras Adniinistracio- 
ncs públicas. Y nuestro Grupo es consciente de que las 
Administraciones publicas cstin I'uncionando mal. y cs- 
pccialmcnic nial durante el ano 1983, a que se idierc el 
inlormc. 

Estudiando, como es nuestra obligación, el cuadro es- 
iadistico del inlormc, vemos que las qucjíis se acumulaii 
cualitativaniente en iircas signilicaiivas. por c,jcmplo, las 
de Seguridad Social y Bienestar, coi1 el 28.93 por ciento 
del total, y la de Justicia, con el 12,38 por ciento del 
total. Con ello, casi el 42 por ciento de las quejas de los 
ciudadanos aglomeran solamente dos de las docc áreas 
establecidas para recibirlas y clasilicarlas. La coincidcn- 

cia con una pcsima política de justicia y de Seguridad 
Social en la estimación crítica de la opinión publica es 
harto signiíicativa para que n o  observemos cómo los sin- 
tomas coinciden sospechosamente y las malas adminis- 
traciones no pucdcn disimularse ante cualquier reflejo 
cuantitativo de la realidad social. 

Al llegar al linal de nuestras palabras, quisitiramos in- 
teresarnos ante el Dclcnsor del Pueblo por sus ideas, en 
relación con las figuras equivalentes en las Comunidades 
Autónomas. Yo, como Diputado por la Comunidad Va- 
lenciana, quisiera conocer esta relación, cspccialmcntc 
con el sindico de agravios recien establecido alli. Todos 
hemos visto alguna caricatura e n  que aparecía el Dcfcn- 
sor del Pueblo como ((papá Pitulo» y a los ((Pitulincs)) 
homólogos en las arcas territoriales autonómicas. Sabc- 
mos que esto n o  pucdc ni debe ser así, pero es cvidcntc 
que esta institución ,jurídica no pucdc compartimcntarsc 
en la tutela de los derechos humanos, pero tampoco puc- 
den alejarse, en general, los órganos de tutela de la ccr- 
canía de los administrados ni establecerse un ccntralis- 
mo de la qucia. La coordinación dc la institución con la 
institucionalizacioii compleja del Estado autonómico, es 
c\i.icntc que ticnc que reflejarse en lórmulas de coopcra- 
ción, coordinación. solidaridad y distribución de comcti- 
dos, aunque no de las competencias esenciales que cons- 
titucionalmcntc corresponden al Dclcnsor del Pueblo y 
esperamos, y nos gustaria mucho, conocer en la contcsta- 
ción, como se nos ha enunciado. cuilcs son las lineas poi- 
donde el Dclcnsor del Pueblo piensa cómo dcbc conscr- 
vai- claiamcnic la primacia y competencia que Ic corres- 
ponde constitucionalniente, sin establecer contradiccio- 
nes, por otra parte, con los principios autonomistas que 
inspiran el con,iunto de las instituciones del Estado. 

Este \ '  otros problemas, como la csposición de las nccc- 
sidndcs materiales de la Institución. cvidentcmcntc dcs- 
bordadas por la realidad, csigirian una mayor relación 
con esta Comisión del Dclcnsor del Pueblo. No dcscaría- 
nios que en el luturo hubi6scnios de cspcrar otro año 
para recibir un iiilormc legalmente establecido. Dcsca- 
nios el luncionamicnto lrccucntc y activo de esta Comi- 
sión conlo Organo de apoyo y de exigencia a una institu- 
ción nctanicntc parlamentaria. Los parlamentarios tcnc- 
nios un especial cariño y le en esta Institución y n o  que- 
rcnios que sólo se cuente con nosotros para elegir pcrso- 
nas o recibir informes. Deseamos una mayor compcnc- 
tración con ininio de colaborar, con el estimulo, con la 
critica y con el apoyo colectivo a que esta Institución 
logre la eficacia y el prestigio que nicrecc y pueda cum- 
plir con holgura sus altos fines constitucionales. Nacida 
en esta Icpisliitura precisamente. nunca tendrá esta insti- 
tucibii un tan Iavoixblc respaldo como el de los Icgisla- 
dores que la han hecho luncionar y ,  por ello, nos scnii- 
nios --muy cspccialnicntc identificados con sus logros y 
con sus necesidades. 

Confianios en que el Dclcnsor del Pueblo y sus colabo- 
radores tengan en cuenta nuestro ol'rccimicnto y ,  en esta 
Mcsa, rccitk elegida hoy, de la Comisión interprete adc- 
cuadamente nuestros dcscos y que, de ahora en adclantc, 
pasada la etapa del establecimiento, unas relaciones muy 
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estrechas entre la Comisión y la Institución del Defensor 
del Pueblo sirvan para que lleguemos a la plenitud de 
esta nueva, de esta prometedora institución democrática. 

El setior PRESIDENTE: Le quedan al  otro intervinicii- 
te del Grupo Popular cinco minutos. El sctior Ruiz-Navii- 
r ro  tiene l a  palabra. 

El señor RUIZ-NAVARRO JIMENO: Muchas gracias. 
señor Presidente. 

Quizá ni siquiera agote los cinco minutos, porque mi 
companero de Grupo Parlamentario ha situado pcrlecta- 
mente v, me atrevería a decir, con brillantez y claridad, 
cuál es la postura de nuestro Grupo Parlamentario res- 
pecto a esa institución quc es el Defensor del Pueblo. 

Si yo me atrevo a distraer la atención de los seaores 
comisionados es para intentar concretas algunos aspcc- 
tos. Creo que la labor, la tarea ímproba que ha realizado 
el equipo que preside don Joaquín Ruiz-Gimencz, al  ms- 
nos merece una consideración de algunos aspectos. 

Para nosotros, y concretamente para el Partido al  que 
yo pertenezco, el Defensor del Pueblo es algo fundamcn- 
tal en un Estado democrático. iPor qui? Porque nosotros 
consideramos al  hombre o a la persona como el fin y el 
origen ú l t imo dc toda acción política. Creemos que la 
radiografía -pues es una radiografía social la que nos 
ha presentado el Defensor del P u c b l w ,  que se nos ha 
hecho debe servir de estimulo a l  Gobierno y debe servir 
de estímulo a estas Cortos Generales para que las kycs.  
para que las Disposiciones reglamentarias no sean la cla- 
boración teórica en la soledad de un despacho. sino quc 
sean, como decia el poeta Machado. al  que yo me atrevo 
a parafrasear, rdialogar es escuchar*. y yo diría que go- 
bernar también es escuchar, es escuchar las necesidades 
del pueblo para intentar crear, poner en práctica las dio- 
posiciones pertinentes. 

Senor Defensor del Pueblo, en el apartado 2, letrada d), 
inciso final del número 2 de su informe, por lo menos en 
el ejemplar que. nosotros hemos manejado. se hace una 
alusión bondadosa a los sensibles retrasos que en algu- 
nos Departamentos ministeriales sc han p r d u c i d o  al  
contestar el requerimiento del Defensor del Pueblo. ¿Se 
nos puede concretar qué Departamcntos son? 

Hago esta pregunta porque creo que las Cortes Gcncra- 
les tienen capacidad para hacerlas v, además, para que 
sirva de estímulo, y no con otra finalidad, a aquellos que 
han incurrido en esta falta de diligencia. 

La  segunda pregunta se refiere a l  tema formulado en el 
apartado 4.2.5; es el tema de Campsa. Parece ser que 
Campsa, como organismo autónomo depctndicntc del Es- 
tado, en un principio se negó a considerar la compclcn- 
cia del Defensor del Pueblo sobre la fiscalii.ación de las 
deficiencias que de este organismo se deducían. En el 
informe no se nos dice si se rectificó o se ratificó Campsa. 

Mi compañero, setior Elorriaga, ha tratado un tema 
enormemente importante, cual es la relación de los Dc- 
fensores del Pueblo autonómicos con el Defensor del Pue- 
blo en general. ¿Cree el Defensor del Pueblo que se debe 
dictar alguna disposición a este respecto que trascienda 

del puro ámbito de la Institución. es decir, que tenga 
alcance general? 

Nosotros cstamos dispuestos a verificar cuantas actua- 
ciones, licitas y parlamentarias, sean precisas para que el 
Defensor del Pueblo tenga la ayuda necesaria, la mejor 
iiyuda es que la Administración funcione bien. 

Nosotros pensamos que se debe evitar el abuso mani- 
fiesto del silencio administrativo al no procurar la infor- 
mación debida al administrado. que la Administraci6n 
cumpla sus sentencias -y Csta era otra pregunta que yo 
quería hacer al  Defensor del Pucbl-. Si la Administra- 
ción no cumple las sentencias del mas Alto Tribunal, ¿te- 
ncmos garantia de que cumpla las recomendaciones del 
Delensor del Pueblo? Con ello termino. no sin dar las 
gracias al  Presidente por la bondad en su concesion de 
palabra cuando está la solidaridad humana en brete. se- 
horas y senores Diputados, nuestro Grupo considcru que 
cualquier sacril'icio es pequeh. 

Muchas gracias. 

El sctior PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra. cn nombre del Grupo Socialista, don 

Lmpoldo Torres. 

El sctior TORRES BOURSAULT: Muchas gracias. SC- 

nor Presidente. 
Señoras y señores Diputados, scnor Delensor del Puc- 

blo, señores adjuntos. desde mis primeras palabras qui- 
siera felicitar, a usted y a todo el equipo, en primer lu- 
gar, por este informe y, en segundo lugar, por la activi- 
dad que el informe rclle,iu, tanto en su aspccio de instala- 
cion material y de primer establecimiento, digamos, con 
los limitados medios materiales con que estas Cortes Gc- 
neralcs le dotaron, como conwwucncia de las circunstan- 
cias económicas que no permiten mayores asignacionss, 
como por la labor de fondo realizada en cumplimiento 
del mandato constitucional y de su k y  Organica, que, 
me permito rwordarlo. es supervisar la actividad de la 
Administracibn en orden a la dclcnsa de los derechos 
comprcndidos en el Titulo 1. 

Dentro de este marco, y en este trámite en el que nos 
encontramos, en el que no es posiblc hacer un examen 
pormenorizado y de detalle del informe, pero que hay 
que agradecer en su prcciokjn, en su puntualidad y en sus 
recomendaciones generales, sí quisiera hacer algunas ob- 
servaciones 1ambii.n de carácter amplio referidas al in- 
forme. Lo  voy a hacer, scnor Defensor del Pueblo. sin 
utilizar.su informe. para alabar la actitud del actual Go- 
bicrno dc la nación o para dclcndcr al Gobierno de la 
nación; de la misma manera que no creo que su inlormc 
pueda ser lícitamente utilizado para hacer bandería de 
Partido v criticar a1 Gobierno de la nación. 

Creo que el intcrbs que nos reune hov n todos aqui es 
un interis común en cumplimiento de la Constitución, cn 
beneficio de todos los españoles; interCs que es tambidn 
el de este Gobierno v que se pwsumc ha de ser el intcri.s 
de cualquier Gobierno con el que los españoles librcmcn- 
te se doten. 

Estas observaciones de carácter general se iniciarían 
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con una frase de su inlormc que refleja, e n  cierto modo, 
la actitud vital con que S .  S. ha emprendido la lunción 
que estas Cortes Generales le atribuyeron al elegirle, jun- 
to con sus dos adjuntos. 

Los cspañolcs, dice el inlornic, tienen serios problemas 
en sus vidas. Electivamenic. tienen problemas de vivicn- 
das, de sanidad, de empleo, de enseñanza, de seguridad 
pública; problemas anccstralcs, que no son de hoy, ni 
siquiera de ayer; que n o  tienen ni fácil ni inmediata solu- 
ción. Obviamente, seria ilusorio pretender que la institu- 
ción del Defensor del Pueblo pueda resolverlos todos, ni 
siquiera encontrar las lórniulas mágicas de solución para 
cada uno de ellos. Quizá lucra importante no crear si- 
quiera esa imagen equivocada entre los ciudadanos o, 
incluso, desmentirla con prudencia, n o  sólo para no 
crear falsas expectativas y el consiguiente riesgo de pcr- 
dida de credibilidad de la institución, sino por su l'uncio- 
nalidad misma, que puede correr el riesgo de quedarse 
paralizada, lo que en una intcrvcnción se llamaba la bu- 
rocracia. entre cspcdientcs, papeles, pretensiones de rca- 
biii. pleitos cerrados, i.cclamacioncs imposibles: rcivindi- 
cacionss sociales iambitb que tienen su propio cauce a 
travcs de otras instituciones o agentes sociales, como los 
Partidos, los sindicatos, las asociaciones de vecinos. las 
culturales, las clc consumidores, ctcctcra. En este scnti- 
do, nic inipacta más el núnisro de quc,jas resueltas. sin 
c n t i w  a valorar el guarisnio concreto, que cl de quejas 
presentadas. Aquí tarnbicn he de ponderar la labor de 
sclccci<jii ob,jctiva realizada en este primer año, no sólo 
por lo que tiene de didiictico respecto a la opinión públi- 
ca ,  sino tanibidn por presentar a la institución del caos, 
que ya nos describió Iíalka. y que ya conocemos en algu- 
nas Administraciones Públicas desde Larra. cuando me- 
nos. 

Conio segunda observación -pi.c\ia a planteaik! algu- 
nos problemas puntuales que me sugiere su inlormc para 
que tenga la aniabilidad de responder a ellos-, n o  pue- 
do resistir la tentación de subrayar la frecuente invoca- 
ción que se hace en su informe a la equidad para jusiili- 
car determinadas rcconiendiicioncs. No pretendo. por su- 
puesto, entrar en una discusibn I'ilosól'ico-,iuridica, e11 la 
que usted sigue siciido mi miicstro y \o el niiis modesto 
de sus alumnos. Pero si  rnc sugiere esta lrccucntc invoca- 
ción a la equidad, como base de algunas rccomcndacio- 
nes, no de solución de casos individuales o de quc,jas 
individuales, sino de problcrnas colectivos. la posibilidad 
de que sobre sa base se cntrc en el terreno de las opcio- 
nes politicas que, por supucsto, son ob,jcto de detcrniina- 
das prioridades, iambibri decididas en I'unción de un pro- 
grama o de una acción de Gobierno. a costa de poner cn 
riesgo la certeza del sistema ,jurídico-politiro e n  su 
con.junto. Creo que esa valoración de equidad, de alguna 
manera subjetiva, aun avalada por la autoridad moral de 
quienes las haga, puede suponer, no quisiera decir una 
intromisión, pero si una incursión en el terreno de las 
opciones politicas y en el ejercicio de prioridades que 
corresponden a la acción de Gobierno con arreglo a unas 
líneas programát icas. 

QuiLá, para mayor ilustración o como complemento de 
esta misma observación, diría cómo no se nos oculta a 
ninguno de nosotros que el cifrado de las rccomcndacio- 
ncs contenidas e n  su informe nos podía llevar a multipli- 
car por X el artículo I .I' de los Presupuestos Generales del 
Estado, y quizá lucra necesario, como curiosidad para 
futuras comparecencias, poder hacer un mínimo cifrado 
de estas recomendaciones de caráctcr legislativo gcncral. 
Nos congratulamos, por otra parte, con toda sinccri- 

dad, señor Delensor del Pueblo, por el resultado satislac- 
torio de aquellas quc,jas que en el ámbito de su compc- 
tcncia han sido atendidas positivamente, y en relación 
con las de carácter general, tengo la csrteza de que scrvi- 
rán de acicate y de inspiración para el Gobierno en su 
labor de promoción legislativa y a los Grupos Parlamcn- 
tarios para enriquecer sus iniciativas ante las Cámaras. 
Sí me intcrcsaria desarrollar por último. dentro de es- 

tas consideraciones de carácter general. lo reconfortante 
que resulta constatar la cantidad de las recomendaciones 
importantes contenidas en su inlormc, que coinciden con 
modificaciones legislativas \'a realizadas o en trámits en 
las Cortes Generales o en via de solución mediante la 
acción de Gobierno. En gcncral, a todos se nos alcanza. 
por s,jcmplo, respecto a las del'icicncias de gestión y de 
funcionamiento de la Administración publica que la or- 
denación piugrcsiva, aunque ienta por la misma natura- 
leza de las cosas, del Estado de las Autonomías contri- 
buirá. debe contribuir a mejorar este estado de cosas que 
insisto no es de hoy ni  siquiera de ayer. 

Entre esas coincidencias entre sus recomendaciones, sí 
nic permito subrayar que, por ejemplo. en el aiva de 
,justicia es ya niucho lo hecho en comparación con la 
situación anterior en el sistema pcnitcnciario español 
desde la Ley Pcnitciiciaiia de 1980. En materia de igual- 
dad de sesos como consecuencia de la sentencia de los 
Tribunales, desde el Tribunal constitucional hasta Juz- 
gados de Distrito o Magistraturas de Trabajo. por ejem- 
plo en materia de percibo de pensiones de viudedad. En 
el área de Trabajo y Seguridad Social, en el tema, res- 
pecto al que hace el intornie una demostración, de cesión 
del pairinioiiio sindical. que sin estar completado es mu- 
cho lo que ya se ha hecho. Eii el área de la rclorma de la 
Seguridad Social en quc nos encontramos con una legis- 
lación caótica y de aluvión, con más de 3.000 disposicio- 
nes dispersas. incluso nicdiantc muchas circulares que 
S .  S. conoc'e que derogan textos. En el área de Sanidad y 
Consumo, mediante la Ley del Consumidor. la Ley Gene- 
ral de Sanidad en preparación. En el área de Obras Pú- 
blicas y Urbanismo. las Leyes de Medio Ambiente, de 
Arrendamientos Urbanos. de Residuos Urbanos. ctcbtcra, 
todos proyectos en marcha que no sólo cumplen manda- 
tos constitucionales, sino que tambicn. y esto es lo im- 
portante a los clectos que aquí nos reúne, van en beneli- 
cio de una mcjor calidad dc vida de todos los cspaaolcs. 

En el área de Defensa, mediante la elaboración del Có- 
digo Penal Militar. de la Ley de Regimen Disciplinario 
Militar, la resolucibn del problema del embargo por scn- 
tcncia del Tribunal Constitucional de haberes de milita- 
res para pago de pensiones alimenticias. Como ha scñala- 
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do S. S., el tema de los militares de la Republica, carabi- 
nero6, etcetcra, una scric desuntos que por no cansar la 
atención de los miembros de la Comisión no vuelvo a 
insistir en ellos, de coincidencia entre recomendaciones 
importantes y temas que ya están o resueltos o en vias de 
resolución. 

Como cuestiones puntuales, unas de orden interno de 
funcionamiento de la oficina del Defensor del Pueblo y 
otras de carácter general. s i  quisiera plantearle. por últi- 
mo, para que tenga a bien responderlas, las siguientes 
cucstioncs. 

En el orden interno de la institución, scriii interesante 
que la Comisión conociera qui. problemas luncionalcs de 
personal o cconómicos ticnc que señalar a la atención de 
las Cortes Generales y que dependa de nosotros resolver 
o intentar resolver. En el tema concreto de la excedencia 
de personal de la oficina del Defensor del Pueblo, al que 
se refiere un párrafo de la página 498 del informe, parece 
ser que cl rbgimcn de excedencia especial se ha conccdi- 
do a aquellas personas procedentes de la Administración 
pública con excepción de aquellas procedentes de la Ad- 
ministración de Justicia. Me pregunto si no sería 6sta 
materia de una queja ante el Defensor del Pucblo por 
infracción del articulo 14 de la Constitución. 

En el orden general, insistir, porque ya quienes me han 
precedido en el uso de la palabra se han referido a ello, 
sobre el tema de los defensores del pueblo de las Comuni- 
dades Autónomas, con una difcrcncia. Quisiera que se 
refiriera, señor Defensor del Pueblo, a las posibilidades 
de coordinación previa, es dccir, a la hora de elaborar las 
k v e s  particulares por los Parlamentos de las Comunida- 
des Autónomas, para evitar que discordancias con la le- 
gislación constitucional y orginica que rige la institución 
provocasen problemas aex post facto. muchos más difi- 
ciles de resolver. 

Por último, sobre el silencio administraiivo, sobre el 
que tanto insiste el informe y que, cvidcntcmcnic. es un 
mal cong6nito de la Administracicin pública. puesto que 
aun siendo una forma de resolver las solicitudes de los 
administrados. no cxcluyc, y así lo establece la propia 
Lev de Procedimiento Administrativo, la obligación de la 
Administración de dictar resolución expresa. 

Hay una contrapartida que me gustaria que se rcliricsc 
a ella, porque no hay, a mi juicio. quizá me equivoque, 
referencia alguna en el informe. ¿No considera el Dcfcn- 
sor del Pueblo que el silencio administrativo. con todo. cs 
una garantía del administrado. que sabe a plazo fijo en 
qu6 fecha debe considcrarsc desestimada su pcticibn y 
que, por tanto,,no se ve obligado a esperar indcfinida- 
mente? Combino la pregunta con la constatación de que 
en aquellas Leyes en que en vez del silencio negativo sc 
instituye el silencio positivo, la práctica viciosa de la 
Administración es contestar inmcdiatamcntc sin analizar 
el fundamento de la reclamación v frecuentemente me- 
diante fotocopia de otras resoluciones anteriores no mo- 
tivadas en el caso. 

Dicho esto concluyo, y lo hago rcitcrándolc la confian- 
za de nuestro Grupo Parlamentario en su persona, en sus 
adjuntos, en todo el personal que colabora con la institu- 

ción, en la confianza de que el pueblo español sabrá valo- 
rar el servicio que se le presta. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, sctior Torres. 
Para contestar a las distintas posiciones que han cxprc- 

sado los portavoces de los Grupos, ticnc la palabra el 
Defensor del Pueblo, con el ruego de que ya se ha exten- 
dido en la presentación del informe ahora concrete sus 
respuestas a los temas que se le han planteado. Muchas 
gracias. 

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gimcncz !* 
Cort6s): Gracias, a mi vez, scnor Presidente, y desde lue- 
go procurar6 ser fiel a esta recomendación. 

Ante todo, con carácter gcncral, para no repetirlo 
cuando responda a cada uno de los portavoces de los 
Grupos Parlamentarios, nuestro agradecimiento. El agra- 
decimiento por la comprensión demostrada ante las difi- 
cultades de poiicr en marcha y atender al volumen de 
queJas de 1983 por parte de quienes integramos esa insti- 
tución colegiada y gracias 1ambii.n porque en cada una 
de sus preguntas hay algo extraordinariamente positivo 
para nosoiros. es dccir, la demostración de un intcrcs 
para que el irabaJo de nuestra institución sea mis lructi- 
fcro. Las gracias se extienden a todos esos Grupos Parlíi- 
mentarios ya, muy personalmente, las que a mi me 
conciernen me llegan muy dentro. 

Hay una cuestión que, como se ha reproducido cn to- 
das las intcrvencioncs de los Grupos Parlamentarios, Ic 
doy una prioridad. aunque no la tengo quiz& en s i  mis- 
ma, pero creo que s i  es urgcntc. Me refiero a la rcgula- 
ción futura de las relaciones entre el Delensor del Pueblo 
y los comisarios parlamentarios autonómicos, por cm- 
plear un tbrmino que abarque a todos, y que una vez es 
el Sindico de Leyes. el Sindico de Agravios, el de Justicia 
de la Comunidad Autónoma aragonesa. el Valedor de Po- 
bo de Galicia, el Alartcko del País Vasco, el Diputado del 
Comun de Canarias, ctctkra. 

Las relaciones cstan en este momento de la siguiente 
manera. En prirncr lugar, ustedes saben que la Consiitu- 
ción otorga a1 Defensor del Pueblo unas facultades y unas 
competencias que abarcan a todo el tcrritorio nacional y 
a todos los ciudadanos. sca cual sea el lugar de su resi- 
dencia y sea cual sea la materia o derecho infringido. De 
modo que en este nspccto no puede haber ni inhibición 
siquiera de funciones por parte del Defensor del Pueblo. 

Segundo, en ocho Estatutos de Autonomía, que son los 
cuatro de las Comunidades Autónomas que accedieron a 
ese nivel por el camino del articulo 151 de la Constitu- 
ción, y a otros cuatro que lo fueron en el camino del 
artículo 143, sc ticnc previsto que habrá una figura simi- 
lar a la del Defensor del Pueblo. Similar quiere dccir de 
análoga identidad jurídico-politica; es dccir, son comi- 
sionados dc los respectivos Parlamentos para la defensa 
dc los derechos fundamentales, v dando cuenia a su res- 
pcctivo Parlamento. Pero no similar en la amplitud dc 
sus funciones, porque, en primer lugar. no dctracn. no 
reducen en lo más mínimo las luncioncs inherentes al  
Defensor del Pueblo. Y en scgundo lugar, según los Esta- 
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tutos, se contraen a la supervisión de los órganos de la 
Administración Autonómica. 

Sin embargo, he de dccir que ahi se plantea un tema 
que ha resultado, de alguna manera, prcconflictivo - 
pienso que tiene solución-, y es si, tambii.n, en cwrd i -  
nación siempre -y subrayo la palabra, está en la Ley, no 
puedo inventarme otra- con el Defensor del Pueblo. los 
comisarios parlamentarios autonómicos podriaii vigilar. 
supervisar a los entes locales interiores dcntiu de la órbi- 
ta territorial de cada Comunidad Autónoma, Diputacio- 
nes Provinciales, municipios, en aquellas materias que el 
Estatuto prevea ciertas funciones del órgano de Gobierno 
de la Comunidad Autónoma respecto a esos entes locales, 
no en las demás. 

Esta es la situación. digamos, jurídica. el cuadro lor- 
mal normativo en que tenemos que movernos. En la rca- 
lidad, jcuál es la situación en este momento? Hay que 
distinguir dos dimensiones. La función normativa que 
corresponde a los órganos parlamentarios de cada Comu- 
nidad Autónoma, en la que no podemos interferir, salvo 
posteriormente en el supuesto de que se produjera una 
Lev que incurriera en supuesta inconstitucionalidad, s i  
no, no. 

A pesar de todo, me honro en decir a S S .  S S .  que en los 
contactos habidos con los órganos de gobierno y, sobre 
todo, con los Presidentes de los Parlamcntos y Grupos 
Parlamentarios de esas cuatro Comunidades Autónomas 
que ahora tienen en marcha su legislación y que son, por 
el orden en que han ido aprobándosc los Estatutos, Pais 
Vasco, Cataluna, Galicia, Andalucía, y 1ambii.n Aragón, 
esas son las cinco que más adelantado tienen su proceso 
normativo en esta materia; las otras tres ticncn estudios, 
tienen preparacibn. tienen antcproycctos, pero todavía 
no han avanzado con la misma rapidez. aunque hemos 
tenido diálogos con ellas. Evidentemente, nosotros ahi 
no podiamos actuar en nombre del Gobierno, porquc so- 
mos comisionados de las Cortes Gcncralcs y supcrvisa- 
mos a la Administración, pero no tenemos ninguna conc- 
xión orgánica con 'el Gobierno ni tcniamos potestad para 
resolver que podía decirse a esos órganos parlamentarios 
sobre esas Leyes. Pero corno ellos tuvieron la ainabilidad 
de consultarnos y preguntarnos en qui. extremos o qui. 
puntos podían ser objeto de una solución armónica que 
evitara confusiones e interfcrcncias, lo hemos realizado; 
estuvimos siempre en contacto. eso si. con el Ministerio 
de Administracibn Territorial, diciendo cuál era el cami- 
no, el desenvolvimiento de estas conversaciones. Pcm 
una vez realizado eso, es evidente que los Parlamentos 
Autonomos resuelven de acuerdo a su leal sabcr y enten- 
der. 

En estos momentos están aprobadas las siguientes 
leyes. La Ley del Defensor del Pueblo de Andalucía, que 
podría ser objeto de designacibn en cuanto quisieran sus 
respectivas autoridades; la Ley del Parlamento de la Gc- 
neralidad de Cataluna; la Lcv aprobada de Galicia, pero 
todavía no puesta en ejecución, v en trámite de prcscnta- 
ción por parte del Gobierno Vasco a su Parlamento, la 
Ley que regula e l  Alarteko, y, finalmente, la i x v  del Par- 

lamento de las Cortes de Aragón. Esto es lo que hay en 
cstc instante. 

Pero la otra dimensión, para nosotros lundamcntal. y 
la han tocado SS. SS. con muy certera inteligencia, todos 
los que han intervenido, es cómo se armoniza el luncio- 
namicnto de esas instituciones autonciniicas con las del 
Delensor del Pueblo. A nuestro cntcndcr, y con eso con- 
testo clara y categóricamcntc, seria importante que las 
Cortes Generales debatieran las tres proposiciones dc 
Ley que han surgido de Paihncntos autonómicos y que 
tiene en este momento en su  poder el Congreso de los 
Diputados. Son tres Leycs de igual contenido, puesto que 
han sido de alguna manera conscnsuadas. por asi dccir- 
lo. entre los Presidentes de los respectivos Parlamcntos, 
el Parlamento de Cataluna, el Parlamento de Andalucia y 
el Parlamento de las Cortes de Aragón. Esas tres proposi- 
cioiics de Ley. dc idcntico contenido, se contraen, prinic- 
ro, a armonizar la actuación de los coniisarios parlanicn- 
tarios autonómicos, pero sblo en las Comunidades Auió- 
nonias que lo tienen prcvisto en su Estatuto de Autoiio- 
mia. 
Yo he aceptado, lo he hecho con gusto, porquc creo que 

hay que aceptar estas cosas, el ser el padre Pitulb y los 
piiul'incs, pero simplemente aclarar que no existen tan- 
tos pitulincs; segundo, que no son pitulincs cn el sentido 
de que sean como delegados del padre Pitulb, no; son 
liguras autonbmicas que cst ln en los Estatutos. Si se 
dcbib o no incluir en los Estatutos, eso es otro problema, 
pero lo cierto es que cstan ahí. y porquc están ahi hay 
que respetarlos. Pero s i  es importante coordinar el tiiii- 
cionamiento. concretar qui. es esa cxprcsibn ucoordina- 
ciónB. y para ello este proyecto. estas tres proposiciones 
de Lcy convcrgcntcs. contienen sólo dos ariiculos. Un 
primer articulo para hacer posible que esos comisiona- 
dos parlamentarios autonómicos tengan algunas dc las 
prerrogativas que tiene el Delensor del Pueblo, pero solu- 
mente aquellas que correspondan a los Diputados de los 
Parlamentos Autonómicos; tcndr ln el mismo tipo dc 
afloramiento, el mismo tipo de inviolabilidad. Este es 
exclusivamente el primer articulo. E l  segundo articulo 
garantiza que en ningún caso puedan intcrlcrirsc los ór- 
ganos parlamcntarios. los comisionados parlamentarios 
autonómicos con la l unckn  del Delensor del Pueblo. En 
todo caso, tienen que actuar en coordinación con noso- 
tros y en virtud de convenios o pactos para que nunca se 
salgan de lo quc Ics corresponde, que es supcrvisar la 
Administracibn autonómica. 

En coordinación con nosotros, nosotros podemos inter- 
venir en cualquier momento, y segundo, supcrvisibn, s i  
las Cortes Generales lo aprueban, de los entes locales, de 
las actividades de los entes locales, solamente en uquc- 
llas materias que a la Comunidad Autónoma le corrcs- 
ponda de vigilancia sobre los entes localcs. Nada m i s  
que en eso. En todo lo demás, es dccir. todo lo que se 
refiere a los Departamentos minisicrialcs en competen- 
cias no translcridas, Ministerio dcl Interior, Ministerio 
de Dclcnsa, Ministerio de Justicia, no hay intervención 
ninguna de los comisionados parlamentarios autonómi- 
cos . 
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Por otra parte. 110 puede pensarse que el cvmtc de e w  
vaya a ser muy grande. puesto que, en dcfinitiva,c.l volu- 
men de qu.jas corrcspondicntc a cada Comunidad Autó- 
noma es relativamcntc reducido y, por consiguiente, no 
cnu que ncu.c!itcn ningún montajc cspwial. C n u  quc si 
llevamos la cumtión a sus jwton tth-minoi. el dar un p a w  
en este sentido, a nucrrtro juicio, es I'ructifcro,.porquc, 
por una parte, descongestionará de trabaJo a Madrid, 
pcro. wbrc todo, porque acercara la institución a las 
Cuniunidades que realmente sul'rcn u tienen los proble- 
mas que sc' ebmunciun en las quc,jus. 

A iiii mc. patvcc, por codguicntc ,  que no habiri que 
I'ivnur, sino. a1 contrario, ir cuanto antes a que se pudkw 
someter a debate por parte de las Cortes Generales esas 
propusicioncs dt. k y  con\vrgcntL=!i que cstablcu.cn un sis- 
tenia más i x i o n u l .  más armónico de cwrdinución. que 
tienen la vcntriJa -concluyo con c s t c t  de evitar el 
rriesgon +*nire comillas- que supuso la LOAPA: que 
han surgido de las piupias instancias auionómicas. que 
no es una k y  quc hu surgido por proyecto de Ley del 
Gobierno, sino proposiciones de k y  que han sido apro- 
budus en luu rcspccti\ws órganoy parlamcntariur de cada 
Comunidad Autónoma. Si eso es ani. a mi me parccc que 
se habrci dado un paso impwtantc. Dc todas m a n w  ds, a 
mi me parece que sc' hubrci durlu un puso importante. De 
cualquier lormu. quedo abierto por si se necesitara algu- 
na aclaración mis.  
Pase a contestar con la muyor rapidez posible la intcr- 

vcncibn ck cada uno de los Grupos. 
Por el GIUP, Parlamentario t'cntristu. de4 sehw Garcia 

Agudin. a quien -repitu- upadcixo sus palabras tan 
csiimulantc%, qu in  lormuló t i w  cuestiones: una ya está 
clarilicada, la de los Dclcnwiuu del Pueblo dc las Comu- 
nidades, quc, para evitar la cuníuuxión, hemos procurado 
-eso si- que no fueran nombiw que di,ieran Defensor 
dcl Pueblo de tal, salvo en Andslucia, que lu tcnian en su 
Estatutu y han pt-clerido wyguir hablando .del Dclenwr 
del Pueblo de Andalucia; en low dcmhs. tienen un nombn- 
distinto. Como mc. pmguntaba cuhlcs eran las ultimas 
ideas, y ya cita ctmtcstrrclo: las ultimas ideas rion &casi. 

Segundo: r i q p  dc la bunw'ratiiación. Claro. que evi- 
dentemente wmus conscientes de esc riesgo y tcncvnou, 
que estar dcibptihciow cara dl cada minuto. pcw en un 
cnxkn, purquc una rrgulacicincru indispensable para el 
funcionamicwio de la institucitk. La inntitwRin. comu ya 
he dicho muchas vcu.cs, no en un órgano meramcntc asis- 
tcncial, sino que es un órgano ,juridicu-poWtko y los cri- 
terios que cmplcamur wn jwidicuu -.iui.idico-adminis- 
trutivos y . j w t ~ w - c o ~ t i t u c i o n a I e ~ .  pcro 8on wlamcn- 
te juridicos, lo c u d  rw quiere k i r  que nouotros rcduixa- 
mcw el Dcrewho a la mera Icgdidad, sim, quc cnwmoo 
que el Dcrccho w algo m i s  que lw normas positivas 
estatuidas: hay mos principios, un- valoivs -los que 
estan en d Prcarnbulo y en el Titule Pwliminar de nuw 
i ra  Constitución- que hay que tcncr e11 cuenta. Es dccir, 
no tcncmos ese r i c w  puf.quc nu tenemos la menw incli- 
nacjúrt a la buruc.raiii'arlh, Una cosa es la b u w r a i i i a -  
cicin v otra ct rcspcto a un wJcn y a f~ sistema formal, 
porque, si no, scria el caos, y. para evitar el caos kulkia- 

no, no hav mas rcmcxiio que establecer un cierto ordcn. 
Ya he dicho alguna vez y p c h n  que ahora lo repita: 

la utopia dentro CLC. un d e n .  Quiero decir, el deseo de 
a t c a h r  B todos los upa~'~olci, pero dentro de un ordcn 
iurldico quc es el que m > w m  tenemos, cn definitiva, 
que cuidar. No 6 ~ '  puodc cvitay uno parte JC esa b u w r a -  
ikación, purquc auiiotros tenemos vbitas, re ib imuu visi- 
tas; cs decir, cuando el reclamante no queda suficiente- 
mente satisfecho con lo que ha dicho por escrito o quiere, 
p a d o  un tiempo. s a k r  lo que ha pasado con ou queja, 
recibimos sy visita, y sic están recibiendo centenares de 
visitas a la =mana, TW solamente por los don adjuntos y 
por los w w r c s  rcspsablcs,  sino 1ambii.n personal- 
mcntc por el Defensor. Ponemos lo que podcmov para no 
Caer en la burocratización, pcro al  mismo tiempo mantc- 
ncr un contacto humano suficiente. 

Si la tarea es demasiado grande y condenada, por tan- 
to, a la esterilidad; s i  la Administración de Justicia no 
puede dar abasto a rcwlvcr los problemas, precisamente 
por csto es por lo que yo creo que se ha creado en otros 
paises el wmbudomann y aquí el Dcíensor del Pueblo, 
porque hay materias que exceden de la Administración 
de Justicia y porque hay defectos corregibles en el fun- 
cionamiento de la Administración pública y la función 
del Defensor es una funcicin coadyuvante, cooperadora, 
no sustitutiva, ni de lou, Tribunaks de Justicia, ni de las 
inspecciones en cada Departamento ministerial. 

Nosotros no qucrcmos sustituir los caminos normales, 
no qucrcmos ser -ya lo he dicho antes- atajas. sino 
que lo quc qucremos es que funcione lo rncjor posible, y 
csto es una tarea alta, dlíicil, conipteja, apasionante. pc- 
TU a mi me parcw que no inabarcablc. Cuanto mc.jor 
íuncionc la Administración por las rcformas que se ha- 
Kan menor será el número de que.@; cuanto mhs y más 
rápidos sean los Tribunales de Justicia, menos lamcnta- 
cioncs habrá en tos ciudadanos, evidentemente: &te es 
nucrutw intcri'o, ya por consipienic.. a ello conducen algu- 
nas de las rwomcndacionr3 o sugcrcncias que hemos hc- 
cho. 

Pawr a las preguntas de los dou purtavoccs del Grupo 
Popular. Tengo que agradcccr muy cspeciatmcnic al  Gni- 
pu hipular el voto que dio para mi designación en las 
CWICS Generales y tambien la cooperación en el scno de 
la sesión conjunta de abrit de 1983 para el nombramien- 
to de los Adjuntos. Y, aunque ya lo he dicho antes. tengo 
que reiterar que b%toy cnwrncm-nte compcnctrado y sa- 
tisfecho de4 funcionamiento de tus Adjuntos y de t d o  el 
equipo dc colaboradores, para cuya clcucicin IR) hemos 
tenido en cuenta mnca ta ictcologia ni su adscripción 
poliiica, sino exclusivamente su competencia acreditada 
en los puesco~ de funcionarios donde estuvieron. SU t itulo 
facultativo o los ha# qw teniama Jc. SU verdadera vo- 
cación dC.1 servicio al pwbb. 

Dicho estu. tengo quc c . tes tar  a las preguntas concre. 
t u .  

Una. sc* w f k r c  a ia cunfuliión que hay en la opinión 
piblka sobrc la indolc de lo insiitucidn. Cicrtamentr, 
p ro  no c r w  que la culpa sea por apanxer con alguna 
fnwicncia, cvmo hanos aparecido en el ano t983, en 
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medios de comunicación social. como la Televisión sobre 
todo. sino porque el propio nombre, la propia expresión 
.Defensor del Pueblo. es sugestiva y atrayente. Si se Ila- 
mara el aombudsman.. el mediador o el proveedor de 
justicia, como en otros paises, posiblemente no dcspcrta- 
ría esa ilusión. La realidad es que Delensor del Pueblo la 
gente lo liga inmediatamente y algunos de los caricatu- 
ristas, de los humoristas, contribuyen a ello, pintando a 
Don Qui.jotc de la Mancha. o el aSupcrmanw, ctcctcra. 

Nosotros, al contrario, en todas las apariciones hcnios 
dicho que se han ,juntado más de un 30 por ciento, y. 
ahora, ya, hecha la valoración al í inal de 1983, casi un 40 
ó un 50 por ciento de las quejas que no nos competen. O 
por razones jurídico-privadas o por las otras razones de 
inadmisión que hemos dicho. Hemos insistido que no se 
venga a nosotros, pero lo que no podemos. señores. es 
cerrar la puerta. He estado a punto de llegar tarde a esta 
sesión porque una maniíestación del sindromc tóxico, 
que iba al  Ministerio de Justicia. anunciaba ya a la Poli- 
cía que se dirigía a la sede del Dcícnsor del Pueblo; no si. 
s i  cstaran instalados allí. iPor  qui.? Porque las asocincio- 
ncs que representan a los afectados del síndrome tósico 
estiman que no han sido suíicicntcmcntc atendidas, ni  
por la Administraci6n de Justicia -esta todavía abierto 
el sumario como ustedes saben- ni por el organismo 
especial que la Administración ha dedicado a esto. la 
Coordinadora estatal del sindromc tóxico, en el que hay 
una mujer excelente que pone todo su cslucrzo y su dcsco 
en resolverlo, pero el problema es muy grande. No pode- 
mos cerrar la puerta, no podemos poner ametralladoras 
en las puertas del Defensor, que tienen que estar abicr- 
tas; eso es cierto. En este aspecto, dcscariamos que no 
acudieran más que los que realmente tienen derecho. pc- 
ro  eso será un problema pedagógico. 

En Francia, ya van mucho menos, porque cstan en cin- 
co o seis mil quejas; en Inglaterra. se han presentado 
unas mil quinientas qucJas, y en los Paises Escandinavos 
más o menos, lo mismo, pero hay que tener en cuenta 
que allí no van nunca las quejas directamente al  aom- 
budsman., sino que van a los miembros del Parlamento, 
v cada miembro del Parlamento hace de í i l t ro de la queja 
correspondiente a su distrito, y devuelve las quejas que 
Ic parece que son infundadas, con lo cual llega un 10 o 
un 30 por ciento de las quejas al  aombudsman. rcspc-cti- 
vo, o al comisario parlamentario británico, o al mcdia- 
dor francés. De todas maneras, senor Elorriaga, accpta- 
mos con mucho gusto esa indicacibn de que pongamos 
todo el cuidado posible en los medios de comunicación 
swial; no que nos neguemos a tener contacto con los 
medios de comunicación social; sino que empecemos con 
una aclaración previa diciendo *por Dios, no acudan a 
nosotros más que los que tienen verdaderamente dere- 
cho., y entonces explicar 10 que no somos. Lo haremos 
con más frecuencia, y aclararemos a l  máximo posible. 

Efectivamente, se ha producido una gran acumulacibn 
de quejas en el primcr ario, pero les advierto que el nú- 
mero, el r i tmo de quejas no ha disminuido sensiblemente 
en el atio 1984. Seguimos a unas dos mil quejas por mes, 
aproximadamente 4 s  ya casi una ciíra cstadistica- 

desde el primero de ciicro clc 1984. que hay que sumar al 
remanente de las quc,jns de 1983. Lu proporcibn, iiiás o 
menos, es la misma: mas del 40 por ciento de quc,jas que 
no nos corresponden, pero a las que hay que contestar 
porque lo dice la Ley. La Ley nos obliga a contcstnr y ii 
motivar la rcspucsia y #  para acclcrar esto, cstanios utili- 
zando todos los procedimientos iiornialcs en una ol'icina 
moderna. Es decir, piuciiriir In rapidez ii ir;ivi.s de un 
sistema de inlorniitica, que uii dia ciitroiicaiii con el de 
las Cortes Gcncralcs, pero que. de nioiiiciito. nos ayuda a 

1984 que están siendo todas ellas iiiloriiiiiti;liidas. Con 
esto pensamos poder atender ii este ciioriiic volunicii. 

Lo que tciigo quc decir, porque es justo. es que lii 
iiiayor parte de las qucjas iio se rclicrcn sólo al  luiicioiia- 
miento actual de Iii Adiiiiiiistración. sino trinibiCii al I'uii- 
cionamiciito de Iii Adiiiiiiistración durante los aiios ante- 
riorcs. es decir. duiaiitc decenios. Algunas vicncii, inclu- 
so. desde la gucrra civil, coiiio la  qiic,ja de los militares 
prolesionales del E,ji.rcito ilc la Rcpiiblica o de los carabi- 
neros. No se rL+icrcii stilo. i . L * p i i i i .  al nial luncioiinniicnto 

niaiiaii dc un I'uiicioiiaiiiiciiio que no Iia podido toda\.in 
ser mcJorado, a pcsni. dc qiic se Iiaii hcclio csl'uci.zos, 
duimtc cl c,jcrcicio del año 1983. 
Es verdad que entre esas qucias, señorías, las niris do- 

lorosas y por las que iiiciios podcnios hacer son las lciiti- 
tudcs en la Adniiiiistracióii de Justicia, que csipc real- 
mcntc una modil'icación de Leyes procesales y una rc1i.w- 
ma urgente de esa ptirtc dc la Adniiiiistracióii, a travcs 
de su Ley Orgánica. y tan1bii.n las que coiicierncii al 
Ministerio de Seguridad Social. La nueva Le'. de Scpiiri- 
dad Social y de Accibn Sociiil podrá rcsolvcr muchas dc 
las quejas. pero no todas. porque hay un obsiiiculo objc- 
tivo. que ya se hii scñiildo sobre el cual volvcri.. y cs 
que muchas de nucst ras rcwnicndacioncs. sonios coiis- 
cicntcs de ello. iiiiplicaii uii iiuniciito del piisto publico y, 
por consiguiente, no podciiios aspirar a qiic se rcsuclvaii 
con la rapidez que dcscuriamos. 

El  tema de la Comunidad valenciana ya viciic resuelto 
con lo que he dicho antes. La Coniunidad valenciana no 
tiene el mismo grado de acclcracibn, o por lo nienos n o  
ha tcnido los contactos con nosotros que han tcnido los 
Gobiernos o Parlamentos de Galicia, de Andalucia. clcl 
País Vasco y de Cataluña, pero estamos a su disposición. 
Yo ya tuve una conversación con el Prcsidcntc de la Co- 
munidad Autónoma. Juan Lcrma. asisii a su toiiia de 
posesión y quedamos en que ibanios a reunirnos para 
hablar de este asunto. Nosotros no hemos tcnido crnpcno 
en apretar el acelerador, sino, simplemenic. vanios al 
compas en que lo iban resolviendo en las respectivas Co- 
mu n i dadcs Au tbnomas. 

Por último, celebro muchisimo que coincida S. S. en la 
conveniencia de tener contactos inás Irccucntcs, de no 
acumular, incluso para evitarles la tortura -cl derecho 
a no ser torturados es un derecho constitucional- de 
una sesión un poco maratoniana, al tener que expresar 
en hora v mcdia lo que ha pasado a lo largo de un uño dc 
un trabajo muv duro e intenso. 

~ . C S O ~ V C ~ .  todas cstiis c ~ r t i i ~  dc quejas, sobre todo IUS de 

de la Adiiiiiiistiücióii i ic ' t i i i i l .  iiiiiihii.ii hiiy qüc.jüs que di- 
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Rcspccto a la inicrvcncibn del actual Viccprcsidcntc de 
esta Comision, don Josi. Luis Ruiz-Navarro, tengo que 
decirle que puesto que ha ratificado la intcrvcncibn de su 
compaticro, en lo que se rcíicrc a ello queda contestado 
con lo que acaba de decir. Le agradezco mucho que tenga 
conciencia su Grupo Parlamcntario de la importancia de 
esta institución (no de la persona, sino dc la institución), 
porque rcalmentc dcl'icndc derechos humanos, que son 
una partc bisica de la Constitucibn. y que la estructura 
de dialogo es la cscncial. Sobrc ello, ya he dicho algo 
escrito en el prwmio o pivlacio de nuestro inlbrmc 
anual. 

Yendo ya a los puntos n i i s  concretos. nic prcguniabu s i  
hay una alusibn esccsivamentc bondadosa a sensibles rc- 
trasos en algunos organismos administraiiws, ki ha ha- 
bido, y nosotros nos hemos abstenido de csprcsarlos no- 
minalmente, porque como lii mayor pai*tc de nuestras 
recomendaciones y la tr;iiiiitación de las quejas se pro- 
du,icron en el segundo sciiicstiv del atio 1983. tcnianios la 
cspcranm de que hubiera i*cspucsias mzis rápidas a par- 
tir del atio 1984. Elbctiviimcntc, podemos decir que las 
ha habido. Pero sigue habiendo algunos retrasos en 
Ayuntamientos; s i  quicrcii les diri. nombres. Ha habido 
retrasos en contestarnos cii cl Ayunianiicnto de Vallado- 
lid, cn el Avuntaniiento de Santandcr, en el Ayuntaniicn- 
to de Barcelona, en el Ayuntíimicnio de Valencia y algu- 
nos m$s que podrianios scilalar. Ha habido un cic iw re- 
traso en la Xunta de Cíilicia donde dcsdc diciembre dc 
1983 tcncnios un caso de un despido iniproccdciitc. He. 
mos intervenido y no se nos hii conicstitdo iodiivia; vol. 
veremos a la carga. Ha habido no tantos rctraos comc 
rcspucstus que eran siiiipleniciiie iriisladur la opinión d~ 
un Fiscal Provincial en las coniuiiiciicioncs del Fiscal Gc. 
ncral del Estado, que las hemos tenido siempre a nucstr;: 
disposición. p r o  algunas de sus rcspucstris no nos iiyii. 
daban a resolver el caso de la queja y tuvinios que volvci 
a insistir pürii ver s i  se podian tener datos ni i is lrccucii. 
tcs. 

Hemos tenido ausencias o lentitudes niuv gfiindcs dc 
los rectores de las Uiiivcrsidadcs, Es dccii.. cn los orga. 
nismos que sc consideran autbnunios es donde tciicnioz 
niás dificultad para que las conicstacioncs se nos den 
dentro de los plazos. 

Teniamos un pequeño atasco en el Ministerio dc Adnii- 
nistracibn Tci.ritorial. pero tengo que decir quc ese utiis- 

co coiichiy0 ayer porque nos devolvieron respondidas 10- 

das las cucstioncs que habíamos prcscntcido. En la nicdi- 
da e11 que cl anuncio dc esta compüi.ccenciii i inic SS. SS. 
haya sido cl'icaz, cclcbro niucho que haya producido esa 
cspccic de uctivucion en un órgano ministerial. 

No son todavia graves los casos. Hay algunos puntos 
negros quc no wultaiiios, pero no los hcnios estimado 
suficientes puru poner en iniirclia niiiguna iictividiirl saii- 
cionudora. 

Rcspccto al tenia de Canipsa. clcciivanicntc. no sblo 
Canipsa, sino tanibidn el Fondo de Gariintia de Dcpbsi- 
tos, inicialmcnic plunicuiwn una dificultad respecto a 
que cl Dclcnsor del Pucblo no tcniii tacuItudcs invcstiga- 
tloras sobrc SU luncionuniienio, por cstiniar que no cril 

Administración Pública. Nowtros creernos que, si rna- 
nc,jan fondos públicos, están sonwtidov a la inspección 
del Defensor del Pueblo. Tengo que decir que Campsa 
rcctificb y que, dcsdc luego, nos proporcionó los datos 
que necesitábamos. Ahora mismo estarnos en un asunto 
parecido al de &.nasa, de Zaragwa, con un constructor 
de Granada, invalido por un accidente posterior, a l  que 
se Ic dcbcn cantidades importantes por Campsa, y esta- 
mos interviniendo, cstimulados incluso por uno de los 
Diputados de aquella circunscripcibn. 

Ya he hablado de la Ley de armonizacibn cntrc las 
distintas Comunidades y nosotros. 

La ine,jccucibn de scntcncias del Tribunal Supremo. 
No hay que olvidar que la Ley Rcguladora de la Jurisdic- 
cibn Contencioso-administrativa conliaba la cjccucibn a 
la Administracibn, no a los Tribunales, pero es que ha 
cambiado a partir del articulo 117 de la Constitucibn. Es 
decir, son ahora los Tribunales de Justicia los que tienen 
que empezar a tomar medidas conminatorias c incluso 
iniciar procedimientos por dcsobccticncia cuando no se 
cJccutc la scntcncia del Tribunal Supremo. Eso esta cla- 
rísimo. Para materia contencioso-administrativa es de 
una importancia decisiva. De lo contrario. la Adniinistra- 
cibn de Justicia resulta absolutamente ineficaz cn estos 
procedimientos. De modo que. en este aspecto, lo que 
hcnios sugerido es que sea la Administracibn de Justicia, 
cl Consc,jo Ccncral del Poder Judicial cl que proponga 
una rclorma de la Ley Reguladora de la Jurisdiccibn 
Conicncioso-administrati\a en ese aspecto. 

El sctior Navarro terminaba con un oírccimicnto de 
solidaridad que nos hace, rcalnientc, niucha íalta. cnipc- 
xando por c s ~ a s  Cortes. como hasta ahora se ha dcnios- 
trado. pero ni i is toduvia hacia el luturo. 

Por ultimo. rcspccto de la in icrvcwibn del portavoz 
del Giupo Swialistu. Vicepivsidcnic de este Congreso. 
nunca podri. yo admitir que sea alunino mío. F w  alum- 
no. pero ahora es niucho nias. Yo tengo que apivnder de 
21 en muchas cosas. y le dcvuclvo as¡ la amable alusibn. 
Nosotros non aciitinios rcconíwtados por el apoyo que 
hcmon recibido de su Grupo Parlanwiitario, como dc los 
dcmiis Grupos; iodos se han poriado esiraordinarianicn- 
te bien con nuestra iiisiitucibn ii lo liirpo de 1983 y cn lo 

Ouisicru hacer algunas observaciones de carictcr gcnc- 
1-d. Evidcnicnieiitc, nosotros no podemos tomar partido, 
no podemos inclinarnos por ninguna de las proposiciones 
de cualquier Ciupo Parlamcniario. Tenemos que estar 
abiertos a todos porque. en dcfinitivii, somus comisiona- 
dos de las COIWS Generales. En las Memorias anuales 
nunca haivmos nada pensando en alabar a la Adniinis- 
tración. al  Gobierno que esti. en el Poder, pero tanipwo 
dcjiiiwnos de decir iioda de lo que tengamos que decir, s i  
creemos que dcbcnios hacerlo as¡. contra el Gobierno que 
cstd en el Poder. Nuestra obligación es ser absolutamente 
sinceros con las Cortcs Generales. y creo que lo hemos 
coiiwguido en el inlormc presentado ante ustedes. 

Creo que hay un temple vi ta l  en nuestra institución. 
hay una voluntad de poder escuchar y esto nos dificulta 
poder abarcar y resolver todo de una manera convcnicn- 

que vil de 1984. 
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te. Pienso que el tdrmino medio entre el riesgo de la 
burocratización, que antes se nos dijo, y el riesgo de una 
dispersión casi caótica, es el punto de equilibrio en que 
tiene que mantenerse csta institución. Y una vez que ya 
tenemos la experiencia de un año, me parece que esta- 
mos poniendo eso en juego de una manera mucho más 
razonable. 

Estoy de acuerdo en que lo importante no es tanto cl 
volumen de quejas recibidas cuanto el tema de las que se 
han resuelto favorablemente. Entonces, vamos a coiiL*c- 
cionar un cuadro, que no está en csta Memoria porque 
corresponde a 1984, pero tambii.n se va a referir a 1983, 
v que sera objeto de informe extraordinario. s i  a S. S. le 
parece bien, en octubre. Este cuadro comprenderá el vo- 
lumcn de quejas que habíamos apartado. caliíicadas co- 
mo intramitables a la Administración, es decir, que su 
formalización no era admisible para la Administración. y 
que eran 14.180, a 31 de diciembre de 1983. En este mo- 
mento han sido ya contestadas a los administrados, ex- 
plicándoles la razón de su no admisibn, 13.800, y quedan 
por comunicar a los interesados unas 380, que se hará en 
estos próximos días. 

Quejas admitidas a trámite ante la Administracibn el 
31 de diciembre de 1983 (dato que si está en la Mcmoria 
escrita), 9.785. Es decir. de 30.000 habíamos tramitado 
va a la Administración 9.785, prácticamente, en los mc- 
scs que van de septiembre a diciembre, puesto que hasta 
mavo no tuvimos el equipo. y las instalaciones no las 
tuvimos hasta diciembre. Pero estaban ya tramitadas, 
como digo, 9.785. 

De las quejas admitidas a trámite, la situación a pri- 
mero de mavo de 1984 es la siguiente: están en tramita- 
ción todavía ante la Administración Publica 5.619. No 
olviden ustedes que esto representa para nosotros. en el 
movimiento de reflujo, de retorno, un peso importante, 
porque de todas estas quejas tenemos que estudiar la 
respuesta a la Administracibn, y luego comunicar al  intc- 
rcsado s i  cstamps o no de acuerdo. ctcdtcra. Quejas re- 
sueltas favorablemente, positivamente. por la Adminis- 
tracibn, 3.826 en este momento. Es decir, de las 9.785 en 
curso, el 30 por ciento han sido resueltas de manera posi- 
tiva por la Administriacih. Vamos a ver qud ocurre con 
las 5.000 restantes. Si lucran solo las 3.826, seria un 10 
por ciento sobre el volumen total. lo que pasa es que i.sa 
es una cifra corregible, puesto que un 40 por ciento no 
corresponde a nuestra competencia y nunca va a la Ad- 
ministracih.  Pero s i  podemos lograr que estas 3.826 se 
dupliqucn. querría decir que habríamos, dcsdc luego, so- 
brepasado el 25 por ciento, v nos acercaríamos al 30 por 
ciento de quejas resueltas positivamente. Sin embargo, 
csta es una pura cst imacih que queda a resultas del 
estudio definitivo cuando, despuds del verano, havamos 
ya visto todas las respuestas de la Administracih a las 
treinta mil y pico quejas tramitadas. 

Están pendientes de conclusión, porque ha habido difi- 
cultades, ha habido problemas, hemos tenido que pedir 
ampliación de datos, 340 de estas quejas admisibles a 
trámite. 

Me parece que con esto podrá tambiLn aprccier mejor 

S .  S .  el esfuerzo que se ha hecho y que, a lo largo de estos 

primeros meses de 1984. hemos logrado superar inercias, 
establecer criterios más ágiles, lograr comunicación más 
fluida con la Administración, y. por consiguiente, avan- 
zar en este aspecto de las quejas que nos habían ido 
I legando. 

Que hemos invocado la equidad en el informe es cierto. 
Pero la palabra equidad, lo sabe S. S., es una palabra 
polivalcntc, porque de alguna manera, equidad tambícii 
seria el principio de igualdad ante la Ley. Equidad quic- 
r e  decir una cierta humanixaci0n del Derecho. No quiere 
decir en modo alguno incertidumbre del Derecho. Los 
romanos, quc bien csiudiaron Iü equidad y quc bien la 
perfilaron, no hacían de ella el caos o la pura bcncficcn- 
cia. La equidad era un sentido humano. repito, de apli- 
car el Derecho. la norma excesivamente abstracta, a la 
realidad del caso concreto: esto y no otra cosa pedimos. 
Pedimos humanización en la aplicación del Derecho. No 
pedimos ni siquiera su uso alternativo, que han preconi- 
zado algunos .juristas italianos como arma rcvoluciona- 
ria. Crcvmos que, en Drccho. algo basico es la certeza, la 
certidumbre, pero la miis alta en sus funciones es la just i-  
cia, y la justicia en el caso concreto es a lo que un gran 
pensador griego llamb precisamente equidad. Es en cse 
sentido en el que nosotros empleamos la equidad. No 
quisicrarnos en modo alguno establecer o abrir un riesgo 
de incertidumbre en el ordenamiento jurídico. 

Lo que s i  es cierto, y somos conscientes de ello, es que 
muchas de las recomendaciones que hemos propuesto, s i  
quieren ser llevadas a la practica, exigen una rcvisihn del 
gasto público. Una mc.jor distribucion del mismo. Yo 
comprendo que el gasto público tiene sus topcs. El pro- 
blema está en si se pucdc redistribuir mejor para que 
aquellos que son derechos fundamcntalcs de los cspaño- 
les, contenidos en los Capítulos i I  y 111 de la Constitu- 
cibn, tengan o no recurso de amparo a su Iavor, y noso- 
tros nos ocupamos precisamente de quc los que no lo 
tienen, sobre todo -1ambii.n de los otros-, puedan ser 
satisfechos. Que no se queden en palabras vacias, en pa- 
labras huecas. 

Por último. electivamente ha habido resultados íavora- 
bles que para nosotros son extraordinariamente csiimu- 
lantes. Y 1ambii.n es verdad, y es de ,justicia decirlo. que 
muchas de las recomendaciones que nosotros fuimos for- 
mulando hacia el final de 1983 han coincidido -algunas 
veces se han anticipad- con reformas legislativas que 
han aprobado las Cortes Generales, y no solanicntc el 
Grupo mavoritario, el Grupo del Gobierno, sino tambien 
otros Grupos Parlamentarios que han votado a favor de 
algunas de estas reformas que eran importantes. 

Para nosotros no pucdc haber mavor satisl'accion que 
haber cooperado, a travds de las Cortes Generales, a que 
esos problemas humanos sean equitativa o ,justiciera- 
mente resueltos. 

Muchas gracias, señores. 

El scrior PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ruiz- 

De acuerdo con las normas que regulan csta comparch- 
Gimbncz. 
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cencia, el funcionamiento de esta Comisión, y si no están 
en contra los portavwcs de los Grupos ni los componen- 
tes de la Mesa. pociiamotr abr i r  un turno de concesión de 
palabra individualizada a los Diputados, siempre y cuan- 
do SL' tenga cn cucntaquc es para aclaraciones concretas, 
para puntualizacioncs, pcm no para constituir o cutable- 
cer un turno tic rdplica. 

Por tanto. serlan un par de minutos o tres para el Di- 
putado que. individualmente, quisiera hacer alguna acla- 
ración o alguna pregunta al  Defensor del Pueblo. 

La seaora Cruailcs tiene la palabra. 

La señora CRUANES MOLINA: Ante todo, quiero dar 
las gracias al  Delensor del Pueblo por SU comparwcncia 
ante la Comisión y por su informe, que viene a conlirmar 
lo necesarias que eran para la democracia la institucibn 
y la I'igura del Dclenwr del Pueblo. 

Tambicn sc' dice en dicho iníormc que, en general, se 
tiene en esta institucibn la idea de que es una cspucic de 
dios para iodo. Ante esta realidad, yo pregunto sí sería 
p s i b l c  estructurar y dil'undir unas normas claras de las 
cwiipctencias del Delensor del Pueblo. Así se darian a 
conocer los fines de la init itucibn y no acumularía tanto 
matyriul no prwcdcntc. dando una mayor agilidad al 
funcionamiento en sus compctciiciae. 
Es claro. por otra parte. que la acuniulacibii de peticio- 

nes tiene dos motivos fundamentales. Primero, que es 
una I'igura nueva, con un nombre cntraaablc. Y. segundo, 
que tras tantos anos de dictadura, y con una Administra- 
ción anquilosada, la acumulacibn de irregularidades e 
injusticias -es lcgibn en todos los campos. 

El Grupo Sucialista, conscicntc de todo ello, luihb en 
vano en la otra legislatura para la creacibn del Delensor 
del Pueblo, que sido cuando hemos sido mayoría ha podi- 
do ser una realidad. 

Termino dando de nuevo las gracias por su presencia y 
pidiendo una mas frecuente colaboracibn entre la insti- 
tución dcl Dclensor del Pucblo y la C'oinisiciii parlamen- 
taria, que a vece es la que rccibe las priiiieras noticias dr 
que se va a apelar a este Defensor Jcl Pueblo. Yo c r w  
que es necesario. pues. ese mayor coii~acto. y una niayor 
acumulación de datos en nuestras manos. 

Muchas gracias. 

El scaor PRESIDENTE: Tiene la palabra el setior De- 
lcnsor del Pueblo. 

El scaor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gimi.nei. y 
Cortes): Muchas gracias, ssiloria. 

Efcctivamentc. hay una excesiva acumulucibn de 
quejas -ya lo hemos dich- y queremos clarificar esto. 
Tenemos ya un boktin informativo preparado. que se va 
a distribuir muy ampliamente. Es una pena que en esa 
Gula para el ciudadano, editada por el Ministerio de la 
Prcsidcncia, quc es interesante, no h;c' dedique más que 
página v media. y de una turma bastante anemica, a la 
institucihn del Deícnwr dcl Pueblo. Ya le he dicho al 
señor Ministro de la Prcsidcncia que como habr i  nuevas 
ediciones, estamos a su disposición para darle al  ciuda- 

dano una información mejor sobre nosotros. Lo  vamos a 
hacer. Y lo vamos a hacer tambitin a travds de los medios 
de comunicación social. He de decir que durante estas 
últimas scmanas he procurado restringir el contacto con 
los medios de comunicación Social, porque como sabia 
que me iban a preguntar sobre el contenido dcl informe, 
no qucria desbrozar el camino hasta haber tenido esta 
reunión con sus schrias. Ahora aprovechar6 esta wasión 
para que a los medios de comunicación se les de la ra- 
ción legitima que no les pudimos dar antes de esta reu- 
nión. 

M e  va a perdonar, scaor Presidente, porque he tenido 
un 1aUo importantc; y es que al  estar al  dorso del papel 
de mis apuntes las últimas preguntas puntuales del por- 
tavoz del Grupo Socialista, no las he contestado, y no 
quisiera que pensara que no tengo respuesta para ellas. 
Hay respuesta. 

Me preguntaba sobre cuáles son los problemas lunda- 
mentales de la institución, de personal y cconbmicos. 
Scncillarncnic ncccsi;ai'iarnos llcgar a lo quc ya les dije 
en abril de 1983, aprosimadamcnte a un equipo de cien 
personas. Es decir, nos harian lalta unas 30 pcrwnas 
más. sobre todo para cooperar con el equipo de asesores. 
Tenemos 26 colaboradores que tienen posibilidad de eva- 
luar las quejas. El resto son taquimccamjgrafas. que son 
indispcnsablcs. Hay que pcnsar que cada queja origina, 
por lo menos, cuatro escritos. Multipliquen 30.000 qucjas 
por cuatro y verán el número de escritos que hay que 
hacer, y todos taquimccanugrafiados. Con eso, el cri.dito 
indispcnsablc para ello y algo más para material, porque 
gastamos mucho, seria suficiente. 

Hemos tcnido dificultad con la concesión de la exce- 
dencia especial para el asesor responsable del área de 
justicia. Igual que habiamos hecho en otras áreas, que- 
riamos que fuera una persona. a ser posible, procedente 
del área luncionarial. Pensamos. entonces. en un Juez, 
que era una persona que nos merccia toda la garantía de 
vwacibn para este tema. Pero no hubo mancra de conse- 
guir que se le diera la excedencia especial. ya que habia 
una discrepancia de criterios. El Consejo General dcl Po- 
der judicial cree que la Administración de Justicia, por 
su indcpcndcncia, no forma parte de la Administración 
ordinaria, y que nuestra Constitución habla ú4! supervi. 
sar la Administracibn, pero no la de Justicia. A la Admi- 
nistración de Justicia solamente se nos da la posibilidad 
de acudir a ella a travis del Fiscal General. 

Nosotros disentimos de este criterio, pero no podemos 
sugerir la posibilidad de interponer una que.ja. Hemos 
acudido a una solución. y ha sido que otro Juez ha accp- 
tado pedir sc'r supernumerario y, por consiguiente, está 
al frente del árca de justicia. pero esta condición de su- 
pcrnumcrario puede tener reflejos para dl dcsdc el punto 
de vista de su futuro. No obstante, ha aceptado el estar 
con nosotros y se lo hemos agradecido cxtraordinamentc. 
Sin embargo. ahi queda la cuestión pendiente hacia el 

Sohrc el Delensor del Pueblo y las otras Comunidades 

Rcspccto a l  silencio administrativo, claro que nosotro4 

íuiuro. 

ya he dicho lo suficiente. 
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no nos mostramos contra el silencio administrativo. Es- 
tamos contra el abuso del silencio administrativo; csta- 
mos contra transformar el silencio administrativo en un 
arma para no contestar, para no opinar sobre lo que ha 
pedido el reclamante, el ciudadano en la medida en que 
en determinadas circunstancias sea muy complejo el 
asunto o haya dificultades para una respuesta satisfacto- 
ria, y prefiera la Administración dcJarlo a la intcrprcta- 
ción de los Tribunales. Bien está el silencio administrati- 
vo, porque la desestimación por silencio administriiiivo 
es une garantía para el administrdo, que puede acudir en 
un plazo determinado ante los Tribunales. Pero nosotros 
comprendemos el peligro contrario, y por eso quisii.rii- 
mos que no se utilizara mas que cuando este realmente 
muy fundamentado. Lo contario obliga al ciudadano íi 

unos gastos y a una pí.rdida de tiempo hasta obtener una 
satislacción de su derecho, que. a nuestro entender, rc- 
sulta injusta. Creo que están contestadas con esto todas 
las preguntas. 

El sctior PRESIDENTE: Tiene la palabra, ii titulo de 
Diputado individual, no como portavoz del Grupo. el se- 
tior Elorriaga. 

El scrior ELORRIAGA FERNANDEZ: Señor Pivsidcn- 
te, señor Defensor del Pueblo. tres aclaraciones puntuales 
a tres asuntos que se han mencionado en la Memoria y 
que conocemos los Diputados por otras informaciones. 
pero nos resultaría interesante saber el punto de vista 
que, desde su posición. tiene el Defensor del Pueblo. 

Uno es el tema de Sagunto, cn el que ha niciicionado 
su mediación entre el Ayuntamiento y la Administración 
para que se respeten los puestos de trabajo. (En qui. con- 
siste el resultado de tal mediación y con qui. fórmula se 
van a respetar estos puestos? 

En relación a la petición de protección de los joyeros 
de Cataluria, (que respuesta ha dado el Ministerio del 
Interior a esta petición de una mayor protección? 
Y en rclacihn a'un matiz., al que se ha referido el Delen- 

sor del Pueblo, de que existía una tensión creciente - 
creo que han sido sus palabras- en las quc,jas de los 
funcionarios. l a  qui. atribuvc esta tcnsiori creciente? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el Defensor 
del Pueblo. 

El sctior DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gimi.nez y 
Cortb): Rapidísimamente le diri. a S .  S. que con rclacibn 
a lo de Sagunto, el scrior Alcalde y una comisión del 
comité de cmpesa de los trabajadores de las factorías de 
Sagunto vinieron a pedirnos que nos opusieramos al 
Real Decreto de reconversión industrial. Nosotros les 
dijimos que no teníamos competencia legal para oponcr- 
nos a un Real Decreto. Que lo único que podíamos haccr 
era una recomendación o mediación a la Administracion 
pública para que los puestos de trabajo fuesen rcspcta- 
dos al máximo v que no se originara más desempleo. 

Efectivamente, tuvimos una conversación con el sctior 
Ministro dc Industria y Energía v Ic enviamos una comu- 

nicación por escrito. Nos contestó 1ambii.n por escrito. 
diciendo que el Ministciio garantizaba que los puestos de 
traba,jo scrian respetados n o  en la Iactoría de Altos Hor- 
nos del Mcditcrranco, sino en otras industrias que se 
crearían en esa zona, y que mientras tanto rcspctariaii In 
situación no sólo de los que estaban afectados de unii 
manera más directa, sino incluso de aquellas industiias 
auxiliiircs que. por esta rccoiivcrsión industrial. pudieran 
verse en situación de tciici' que disminuir el iiúnicro de 
sus empleados. 

Nosotros estanios siguiendo CSIIS iwonicndiicioiics. Es 
decir, que no nos coiitcntanios con la contestación. Una 
de nuestras tareas. por cada una de las  iircas. es el scgui- 
miento de la quela. Saber si clectivanientc lo que se nos 
ha ofrecido por lii Adniinistreción se cuiiiplc. 

Hasta ahora ( c s ~ o  se rcl'icrc al a ñ o  1983) IIO Iiciiios 
tenido otra iupuesta niiis que esta. Si d ~ w t i t ~  de Linos 
meses. cuando volvainos a conipai.c.ccr iintc. c s t u  c'oiiii- 
sión no hay nada nuevo, lo rlcnuiiciarcnios o lo dirciiios 
con toda claridad. 

En cuanto a los joyci.os dc Cataluña. si yo no recuerdo 
mal. no hemos tenido respuesta escrita del Ministeiio del 
Interior. Lo que si  liemos tenido es unii rcspucstn vc.rb;iI 
de que se acrccciilüriii la vigilancia policial en torno a l a s  
,ioycriiis. pero iidvirticndo la enorme dificultar1 de piulc- 
ger a todas las ,joyci.i;is. Iainiacias. bancos y Iiigarcs quc 
tienen ob,ictos \aliosos. Se nos ha dicho que se habin 
recibido la comunicación y que se haria lo posible. repi- 
to, por piutcgcr a l a s  joyerias. No tcncnios i.cspucsta cs- 
criia. 

Finalmente, quc,jas de los luiicioiiarios. Con motivo dc 
hechos anteriores como. por cicniplo. las piinici-iis nicdi- 
das urgentes de rclorma de la AdniiiiistrociOn publica 
que se tomaron, coniparccieroii iiiitc iiosotius algunas 
asociaciones que se qwjaban de iio hnbci. sido recibidas, 
escuchadas o sentadas en la mesa de iicgoci:icióii del Mi- 
nisterio de la Presidencia. Y nosotros pliiiitcanios el pro- 
blema de que toda asociación sindical que csti. debida- 
mente registrada dcbia tener acceso. si lo tienen l a s  
otras. a la mesa de negociación. Evidentemente, eso fue a 
mediados de 1983. Ahora, con motivo del nuevo proyecto 
de Ley. han comparcido aswiacioncs de luncionarios pu- 
ra plantear su gran preocupación y para pedir. natural- 
mente. que, de una forma cxtcmporánca, en su día el 
eíensor del Pueblo pueda interponer un rccuiw de in- 
constitucionalidad. 
Ya he dicho antes que nosotros hasta ahora no  hemos 

interpuesto mas que un solo recurso de inconstitucionali- 
dad, porque no había sido interpuesto por ninguno de los 
Grupos Parlamentarios el tema de la consignación de 300 
millones para subvenciones sindicales. Es el único caso 
en el que hemos intervenido porque nos pareció que esta- 
ba en juego el principio de igualdad ante la Lcy del arti- 
culo 14 de la Constitución. Es evidente que a estas aso- 
ciaciones de funcionarios les hemos dicho que nosotros 
no podíamos intervenir en el itcr legislativo y,  en scgun- 
do termino, que cuando llegue el instante en que la Ley 
esti. promulgada, si cstimáiwnos que hubiera algún pun- 
to de inconstitucionalidad, cvidcntcmcntc, podriamos 



- 5840 - 
COMISIONES 7 DE JUNIO DE 1984.-NUM. 187 

cjcrecr la IuncWn que nos cnwmiendan la Lcy Orgánica 
y la Constitución. 

El sciior PRESIDENTE: 1.a scnora María Victoria Fcr- 
nándcil-Eopah ticnc la palabra. Quiero aclarar a los Di- 
putados quc es para aclaraciones y puntualimciones, no 
para abrir un nuevo dehtc.  

La sctiora FERNANDEZ-ESPANA Y FERNANDEZ-LA- 
TORRE: Gracias, sciior Presidente. Lo mio no es más 
que, muy brevemente, agradecer a l  Dcfcnsor del Pueblo y 
a sus colaboradores tanto este exhaustivo inlormc como 
la labor que han desarrollado durante estos meses. que 
ha sido realmente c,jcmplar, teniendo en cucnta que tie- 
nen tan pocos aac'sores y es tan grande el volumen de las 
quc,jas rc-cibidas. 

En cw scntido, yo quisiera manikstar m i  insaiislac- 
cibn personal. mi intranquilidad por el hecho de que el 
volumen de las 30.000 qucjas que sc. han recibido en el 
atio 1983 supcra con mucho el promedio de otros paises 
de Europa Occidental. Esto quiere decir que dentro de la 
sociedad espatiola se advierte un grado de inlelicidad, de 
insatisfacción que. dcsdc nuestro punto de vista, es un 
hecho muy a tcncr en cucnta. 

Me preocupa tambien mucho el hecho de que una gran 
parte de estas quejas vengan de gente de edad avanzada, 
lo cual quiere decir que dentro de este estamento social, 
u partir de los cincuenta y w h o  atios, se cspcrimcntan 
con la mayor dureza las gestiones sociwconbniicas y po- 
liticas que nos a l h a n .  

Hay un hecho, sin embargo, que a m i  me interesa mu- 
cho comprobar y es que las quejas de las mujeres, segun 
los gráficos que acompatian al  inlormc. son inlcriores. 
del 43 al  35 por ciento. lo cual quiere decir que las muje- 
res cstan menos insatislcchas que los hombres o bien que 
no se han dirigido al Dclcnsor del Pueblo por no tener 
esta via suficicntcmcnic conocida. 
Y muy brevemente, porquc la hora no da para miis, me 

gustarlo sabcr si CSIC 43 por ciento dc quejas rc-cibidas de 
mujeres ticncn un carácter murcadamente lemcnino en 
el terreno de las cucstioncs que pueden alcctar a mu,icrcs 
y su posición en el mundo o s i  estas quc,jas se refieren por 
iguul que las del hombre a prublcmas administrativos. 
Iaboralcs, ctcctcra. 

Muchas gracias. 

El sctior PRESIDENTE: Gracias. 
El sctior k l c n u o r  del Pueblo tiene Iu palabra. 

E l  sciior DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruin-Cimi.ncz y 
Cortes): Gricias a S. S. por sus preguntas, por su agrade- 
cimiento inicial y por SU estimulo. 

El volumen de las quc.ias nos intranquilixi\ a t&s, s in 
embargo, las razones creo que ya las he apuntado: la 
novedad de Iu instituciim, el hwho concreto de que no 
existe el ciclo de los parlamcntarius, quc aunque sea a 
veces un p o  lormalista. en Inglaterra menos. peru en 
Francia mucho. p q u c  a veces sc' salta el trámite purla- 
mcnterio intermediario, sin embargo. una parte impor- 

tante dc las qucjas se quedan en esta primera instancia y 
no llegan al  Dcfcnsor. En España ac' cstimb que era más 
democrático y más fiel al cspiritu de la institucibn dejar 
quc hubiera un contacto dirwto v eso cxplica 1ambii.n 
que una parte muy importante de las quejas jurídico- 
privadau y algunas semcjantt-s no hubieran llegado a no- 
solros porque las hubiera dcscwhado en primera instan- 
cia cl parlamentario, con lo cual nos hubiera librado 
ciertamente de trabajo. Pero la Ley es la Ley, adura Icx 
sed Iex.. 

En tercer lugar, porquc no se aplicó la cxccpcibn de 
inadmisibles por cxtcmporáncas, y ya se que toco un 
punto dificil. La Lcy dice que la qucja debe inicrponcruc 
antc el Dclcnsor del Pueblo en el termino máximo de un 
ano dede que la persona tuviera noticia de la infraccibn 
de su derecho. Pero está redactado de tal manera que 
exige una intcrprctaci0n flexible y humana. Cuando la 
institución del Defensor del Pueblo empenj a funcionar, 
y hasta enero de 1983, hubiera sido contrario al  cspiritu 
de la Constitución y de su propia k y  Orgánica haber 
rechazado de plano todas las quejas de tiempos anicrio- 
res. Nowtros hemos asumido el csllicri.o. y se ha notado 
en nuestras propias vidas. de contestur u todas las quejas 
aunque fueran de un tiempo anterior a un ano. Pero ya 
dcsdc el primero de enero de 1984 anunciamos pública- 
mente que aplicábamos la excepción de cxicmporanci- 
dad. Lo que ocurre es que cuando una persona ha tenido 
conocimiento de la infraccibn de su derecho, s i  esa p c w -  
aa que ha reclamado varias vc-ccs a lo largo de los atios 
su pcnsibn de viudedad o su pensión de invalidez y no sc. 
le ha hecho caso, ¿podemos cerrarle la piicrtu? A nuestro 
,juicio. no, en una interpretación simplemente racional 
del articulo 15 de nuestra Ley Orgánica. 

En cuanto a lo de la tercera edad, en uno de los grafi- 
cos ticncn ustedes que hay un promedio de quejas que se 
110s han prcscntado de las que clcctivamcntc hay más de 
casados que de solteros, mas de varones que de mujeres y 
miis de una cierta edad, supcrior a los cincuenta atios, 
que Jc los j6vcncs. Esos son datos que ticncn un caractcr 
más cstimativo que rigurosamente cicntiíico. Cuando 
hayamos terminado el estudio de la rccepci8n de contcs- 
tacioncs de las 30.763 quc,jas recibidas durante el atio 
1903 podremos decirlo mas fiablemente. 
La piugunta importante es la del sexo. No es que sean 

quejas relativas :I temas cspccilicamcnte lemeninos. Es 
verdad que ha habido un volumen de unas 5.OOO cartas 
que no cst in acogidas en el inlornic como quejas indivi- 
Jualizadas. sino como una quc.ja global o colectiva. en la 
que se nos pidió la inturposición del recurso de inconsti- 
tucionalidad contra la Ley de despenalización del aborto. 
Esas 5 . 0 0  eran casi todas de mujeres. aunque habia 
1ambii.n algunas de varones. A l  ser interpuesto el recurso 
de ineonstitucionalidad por uno de los Grupos Parlamen- 
tarios con carácter previo, no entramos a discutir este 
tema. 
Las demás quejas SI! refieren casi todas a pensiones, 

pensiones de viudedad o pensiones por accidente del es- 
poso. ctcetcra. No son quc,jas por r a z h  del sexo. Quizá 
c n  las zonas rurales las 'mujeres han conocido menos la 
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existencia de esta institución. No creo que sea especial- 
mente significativo. Tampoco es demasiado grande la di- 
ícrcncia. 

Con eso creo que cstan contestadas las preguntas de 
doña Mar ia  Victoria Fcrnindcz-España, a la que agra- 
dezco mucho su apoyo, que si. que siempre es muy cálido 
y muy  sincero. 

El scAor PRESIDENTE: Gracias. 
El scñor Ramón Izquierdo ticnc la palabra, y con ello 

cerramos el turno de intervenciones individualcs. 

El S C ~ W  RAMON IZQUIERDO: Giacias. S C ~ O ~  Prcsi- 
dcntc. Voy a plantear una cuestión muy concrcta. La 
Administración se mueve en dos grandes áreas, la de las 
facultades regladas y la de las facultades discrecionales. 
Tengo bastante claro que la actuación del Dclbnsor del 
Pueblo dentro del área de las lacultades regladas cstú 
muy definida y pucdc llegar incluso al recurso de anipn- 
ro o al recurso de inconstitucionalidad. 
Lo que no tengo demasiado claro. y por csto hago la 

pregunta, es cuál es la posición del Dclcnsor del Pueblo 
frcntc a las actuaciones de la Administración en cl Urca 
de lo discrecional, que en ocasiones pucdcn alcctar a los 
derechos humanos. Pero ahí no hay una nornia ,juridica 
de derecho posit ivo aplicable y quizá csto di. ocasión a 
que algunas de las peticiones de los ciudadanos qucdcn 
desestimadas por no encontrar ese n i in imo amparo dc 
derecho positivo. En cambio, dentro del área de la dis- 
crccionalidad, insisto, pucdcn producirse electos pcrjudi- 
cialcs para el individuo, tanto en el arca de sus propios 
derechos, como. incluso, en el de l a  propia equidad. 

Me  gustaria conocer qui. opinión csistc al respecto, 
dcsdc el punto de vista del Dclcnsor del Pueblo, porque 
contr ibuir ia, en pr imer lugar. a aclarar mi posible conlu- 
sión y ,  en segundo termino, a que csto sirviera para que 
el gran público tuviera t a m b i h  conocimiento csacto de 
cual es el arca en que se mueve el Dclcnsor del Pucblo. 

El scfior PRESIDENTE: Tiene la palabra el Dclbnsor 
del Pueblo. 

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Gimcncz) y 
Cortbs): Eícctivamcntc somos conscientes de esa distin- 
ción entre lo reglado y lo discrecional. En cuanto a lo 
reglado. es sencillo; s i  apreciamos que ha habido una 
infracción dc una norma jur id ica por un acto positivo de 
un funcionario. entramos en juego, eso está claro, s i  no 
ha  entrado va en juego la jurisdicción contcncioso-admi- 
nistrativa, porquc si ha entrado ya en juego la ,jurisdic- 
ción contencioso-administrativa, tenemos que suspender 
nuestra actuación hasta que hava sentencia. 

En lo discrecional es donde entra en juego cl tema dc 
la equidad, porque tambibn lo discrecional hay que dis- 
t inguir lo de lo arbitrario, y eso lo sabe pcrfcctamcntc 
S. S.; igual que la jurisdicción contcncioso-administrati- 
va pucdc conocer un recurso por desviación de poder o 

pucdc haber en la jurisdicción c iv i l  abuso de poder, abu- 
so de derecho, es cvidcntc que nosotros 1ambii.n podc- 
mos creer que, aun mantcnitindosc dentro de lo discrc- 
cional, ha habido una interpretación excesiva. una dis- 
crccionalidad csccsiva por parte de la Administración, 
entonces, no  nos queda m i s  solución que csponcr csto al 
órgano administrat ivo o al superior ,jeriirquico del lun- 
cionario que haya tenido csa interpretación. Si no. nos 

cscluimos de una cierta supervisión ti1nibii.n de lo dis- 
crecional, pero ahora ya con unos limites de niayor nio- 
dcración, de niayor prudencia. y siempre contando con el 
cri terio que pueda tener In supcrioridnd. 

Cuando llcgamos al coiivciiciniicnto de que esa discrc- 
cionalidad rcsultii csccsiva, pero cstii protegida o c s t i  

dentro del marco de la Ley, lo qu Iicnios hecho ha sido 
proponer rcfoi.nias. rclbrnias norniativas. rcloriiias de u n  
Decreto o reformas de la Icgisliicióii. Otro cosa no podc- 
nios hacer. Lo  aclaiarciiios nicjor para que los ciudadii- 

En el caso de reglado, nuesti.a iiitci.\~ciicióii es muy 
clara y niuy decidida. Eii el caso de lo discrecional, cn- 
tramos conio los propios titulares, en una zona en donde 
el sentido de 1:i equidad y dc la medida debe ser el ci i tc-  

Nuestra Ley pcimiitc que vigilenios iniiibii.n el cui i ip l i -  
iiiicnto por la Adn i i i i i s t rx ión  de lo que prescribe el iirti- 
culo 103 de la Constitución. El art iculo 54 se rcl'ici.c iil 
Titulo 1, de los derechos constitucioiinlcs. p c i ~ ~  niicstrii 
Ley Orgiiiiica -que no In hcnios c laborx io  nosotros. si-  
no SS. SS.- nos pcrni i tc supervisar tan1bii.n el I'uiicio- 
nani icnto de Iri Adniiii istriicióii. de los critcrios que el 
art iculo 103 cstiiblccc sobre conio ticnc que I'uiicioiiar In 
Administración. Esto nos da u n  cierto margen anipliíito- 
rio de nuestra competencia. 

nos lo sepan. 

rio inspirador. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Acabado el inlbrnic y Ins acliiracioiics del Dclciisor del 

Pueblo, yo, corno Prcsidciiic de esta Coiiiisión, en nombre 
de ella, interpretando las iiiicrvc*ncioncs de los poriavo- 
ccs y de la Mcsa quicro agradecer al  Dclkiisor y a sus 
adjuntos cl inlormc y esta sesión aclar:itoria y de iiil0r- 
mación, y quiero que hagan cstciisivo ii todo el personal 
dc la institución del Dclcnsor del Pueblo nuestro agrade- 
cimiento, a todo el pcrsonal. 

Por otra parte. quiero tan1bii.n csprcsar a la Coiiiisión. 
y ya mi antecesor en esta Presidencia, Josi. Miii. i i i  Bciic- 
gas. lo dijo, el intcri's que crc'o quc debemos tciici. todos. 
y que estu Mesa no podi.i¿i hacer liada sin Iii colaboriicióii 
de todos los miembros de la Coiiiisióii para inipulsiir cI 
trabaJo de la Coniisióii. ;ihi.irla ;I todos los ciudadanos y 
colaborar intimanicwic c 'o i i  la institución del Dclknsoi. 
del Pueblo. 

Ouicro, por Ultimo, apradcccr a los rcprcscntaiitcs de 
los medios de cornunicución su prcsciiciu, porque de iil- 
l u n a  lorma part icipan ellos tan1bii.n de lo que todos los 
portavoces han expresado, y el niisnio Dclcnsor del Puc- 
blo, de la importancia quc ticnc el que todos los ciudadii- 
nos conozcan el papel, las luiicioncs y los servicios que 



les pucdcn prestar la institucii>ii y csiii piupiu Coiiiisii>ii 
para la dclcnsa de sus propios inicrcscs. da los iiiici'cscs 
de los ciudadanos. que es. e11 uliiiiio c'uso, a qiiiciics re- 
presentarnos en el Piiikiiiicnio. 

Muchas gracias ii idos.  
Se Icvaiiia Iu scsióii. 

Enrri iir ririir y c*iriirciir(i c i r r r -o  r r r i r i i r ros  ilc i(r rir«ritiriu. 


